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RESUMEN 

A partir del año 2008, nuestro País acogió una nueva Norma Constitucional, 

donde garantizan derechos al debido proceso, a la igualdad de condiciones y sobre 

todo garantiza el derecho a la legítima defensa en todas las etapas del Proceso.  

Este trabajo de investigación tiene como finalidad poder demostrar que con el 

nuevo Sistema Procesal y con el Código Orgánico General de Procesos, que entró en 

vigencia el 23 de mayo del año 2016, se ha reformado el espíritu de las excepciones 

previas conforme estaba establecido en el ya derogado Código de Procedimiento 

Civil, existiendo un retroceso de derechos fundamentales dentro de un juicio. 

Con esta nueva Norma y en especial, dentro del artículo 295, se ven afectados 

directamente derechos fundamentales consagrados en nuestra Constitución de la 

República, por cuanto al permitir que las excepciones sean subsanadas cuando ya se 

ha instalado la Audiencia Preliminar y se ha cumplido con lo determinado en el 

artículo 142, esto es haber declarado la demanda como clara, precisa y admitida a 

trámite, afecta de manera directa el derecho al demandado de una defensa plena y 

una igualdad de condiciones dentro del proceso. 

Por cuanto mal se podría permitir subsanar estas excepciones, ya que existen 

procesos en los cuales no se puede reformar una demanda y el juzgador al permitir 

que estos errores sean subsanados, crean un conflicto entre la misma norma. 

Palabras Claves: Excepciones, Defensa, Inconstitucionalidad, Justicia. 
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ABSTRACT 

As from the year 2008, our country embraced a new Constitution, where they 

guarantee rights to due process, equality of conditions and, above all, guarantees the 

right to self-defense in all stages of the judicial process. 

This research work aims to demonstrate that with the new procedural system and 

with the General Organic Code of Processes, which came into force on May 23, 

2016, the spirit of the previous exceptions has been reformed, as established in the 

already repealed Code of Civil Procedure, existing a setback of fundamental rights 

within a trial. 

With this new legal rule and, in particular, within article 295, fundamental rights 

consecrated in our Constitution of the Republic are directly affected, as it allows the 

exceptions to be corrected when the Preliminary Hearing has already been installed 

and has been complied with as determined in the article 142, this is to have declared 

the demand as clear, precise and admitted for processing, directly affects the right to 

the defendant of a full defense and equality of conditions in the process. 

For how bad could be allowed to correct these exceptions, since there are judicial 

processes in which you can not reform a claim and the judge to allow these mistakes 

are corrected, create a conflict between the same legal rule. 
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INTRODUCCION 

El tema de investigación que se ha propuesto, contiene III Capítulos, iniciando 

con el Capítulo I, en el mismo que se plantea el problema determinando que existe 

una vulneración a la defensa con el demandado al momento que la Ley le concede a 

la parte actora un término para subsanar la demanda, esto fundamentado en el 

artículo 153, 295 del Código Orgánico General de Procesos, analizando los 

elementos de esta norma en donde se puede evidenciar la clara vulneración del 

derecho a la defensa, ya que se contrapone a lo determinado en la Constitución de la 

Republica referente al Debido Proceso y Derecho a la Defensa.  

Además dentro de este I Capitulo, se ha realizado una sistematización del 

problema, donde se efectúan ciertas interrogantes las cuales nos permiten ser una 

referencia para poder investigar de una manera técnica este tema y a su vez poder 

absolver todas las preguntas y dudas deseadas dentro de esta problemática.  

Adicional, se ha propuestos objetivos generales y específicos, los mimos que nos 

van a permitir entender de una mejor manera a donde está enfocado este trabajo 

investigativo y se explica de una manera correcta todo lo concerniente a los artículos 

153 y 295 del Código Orgánico General de Procesos.  

Este trabajo de investigación contiene el Capítulo II donde se hace referencia a 

todo lo concerniente a la distinta información que hemos realizado dentro de nuestra 

investigación, esto son, artículos científicos, bibliografía, periódico, páginas web, 

libros, obteniendo de manera individual todo esta información referente a las 

excepciones previas, debido proceso, derecho a la defensa que en conjunto con la 

doctrina hemos podido realizar una excelente investigación teórica dentro de este 

capítulo. 
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Para finalizar el capítulo II, hemos realizado un marco legal, marco conceptual, lo 

que ha contribuido para despejar ciertos conceptos, dudas referentes al tema y a su 

vez fortalecer el respectivo conocimiento sobre el tema. 

Dentro del Capítulo III, se ha realizado todo lo referente a la metodología 

implementada en nuestra investigación, la misma que nos ha servido para realizar un 

proceso investigativo de manera correcta y ordenada. Para poder implementar una 

buena metodología hemos recurrido a encuestas, entrevistas a distintos Abogados en 

el libre ejercicio y Jueces de las respectivas Unidades Judiciales, también hemos 

analizado casos judiciales  específicos, donde se puede evidenciar nuestra teoría. 

En este Capítulo, también podemos encontrar  información que se obtuvo con 

ayuda del Consejo de la Judicatura, la misma que nos ayudó a buscar información de 

sus libros de ingresos de causas año 2015 con corte en Mayo 2018, demostrando la 

cantidad de archivo por no completar lo indicado por el juzgador cuando le solicita a 

la parte actora que subsane los errores, luego de presentada las excepciones.  

Para finalizar este trabajo de investigación, hemos realizado las respectivas 

recomendaciones y conclusiones, adicional hemos realizado una propuesta de 

reforma la misma que consideramos que es el mecanismo correspondiente para 

precautelar el derecho a la defensa de ambas partes procesales y así no dejar en 

indefensión a la parte demandada.  
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CAPÍTULO I 

1.1.TEMA 

LAS EXCEPCIONES QUE VULNERAN EL DEBIDO PROCESO 

ESTABLECIDAS EN EL COGEP PRODUCEN INDEFENSIÓN AL 

DEMANDADO. 

1.2.PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA. 

La República del Ecuador, a partir de la promulgación y publicación de la nueva 

Constitución, esto es, en el año 2008, pasó a ser un Estado de Derecho y Justicia, por 

lo tanto, los derechos y principios constitucionales allí consagrados, ocupan un 

puesto privilegiado y preferencial dentro del rango de jerarquía del ordenamiento 

jurídico. Es así que, producto de dicho nuevo régimen constitucionalista, todo 

proceso judicial tiene como base, la no vulneración de los Derechos y Principios 

Constitucionales. 

Posteriormente, con la entrada en vigencia del Código Orgánico General 

Procesos, el sistema procesal ecuatoriano tomó un cambio rotundo respecto al 

manejo procedimental de las acciones no penales, de allí que el presente proyecto 

denominado “Las excepciones que vulneran el debido proceso, establecidas en el 

COGEP producen indefensión al demandado”, se enfoca en la existencia de una 

evidente vulneración de los derechos constitucionales mencionados, toda vez que 

dicho articulado permite que las excepciones de error en la forma de proponer la 

demanda y la falta de legitimidad de personería sean consideradas subsanables y por 

consiguiente, según lo establecido en el artículo 295 numerales 2 y 3 ibídem, dan 

oportunidad al actor para que corrija dicho error sustancial, dejando en estado de 

indefensión y desventaja al demandado, al omitir el espíritu de las excepciones, esto 

es, ponerle fin al proceso. 
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 A continuación un extracto de los numerales 2 y 3 del artículo 295 del Código 

Orgánico General de Procesos: 

 “Art. 295.- Resolución de excepciones.- Se resolverán conforme con las 

siguientes reglas:  

2.- Si se acepta la excepción de defecto en la forma de proponer la 

demanda, la parte actora subsanará los defectos dentro del término de seis 

días, otorgando a la parte demandada el término de diez días para completar o 

reemplazar su contestación y anunciar prueba, atendiendo las aclaraciones o 

precisiones formuladas. De no hacerlo se tendrá la demanda o la 

reconvención por no presentada.  

3.- Si se aceptan las excepciones de falta de capacidad, de falta de 

personaría o de incompleta conformación de litisconsorcio se concederá un 

término de diez días para subsanar el defecto, bajo apercibimiento de tener 

por no presentada la demanda y de aplicarse las sanciones pertinentes” 

(Codigo Organico General de Procesos, 2015). 

 Consecuentemente, el presente trabajo se enfocará en analizar la incongruencia 

antes dicha y contenida en el Código Orgánico General de Procesos, pues considera 

subsanables las excepciones mencionadas y por ende, permite que el Juzgador 

invoque el artículo 295 numerales 2 y 3 y ordene al actor proceda a subsanar el error 

propuesto dentro de la demanda, tal como subsanar la falta de capacidad, falta de 

personería o de incompleta conformación del litisconsorcio, lo cual jurídicamente 

produce crasas violaciones al derecho a la tutela judicial efectiva, debido proceso y 

seguridad jurídica que asisten al accionado. 
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 Por otro lado, en cuanto a los tipos de investigación a utilizarse en el presente 

trabajo, serán: científico, histórico, con un método mixto deductivo e inductivo y con 

sus debidos enfoques mixtos, los cuales son: cualitativos y cuantitativos, mismos que 

servirán para la obtención y recolección de datos, a fin de llegar a la demostración de 

la hipótesis que propone la inconstitucionalidad y reforma del Código Orgánico 

General de Procesos, ya que se insiste una vez más, que el artículo 295 ibídem en sus 

numerales 2 y 3, vulnera el Derecho a la Tutela Judicial Efectiva y Seguridad 

Jurídica consagrados en los artículos 75, 82 de la Constitución, violentando 

gravemente los derechos del demandado y produce que se pierda el espíritu que 

mantenían las excepciones a lo largo de la historia del Ecuador con el ya derogado 

Código de Procedimiento Civil, por cuanto éste es poner fin al proceso y siempre es 

la primera herramienta jurídica que tiene el demandado para destruir la demanda y 

evitar que el proceso o juicio avance.  

 Finalmente, se culminará en base a la información que se logró recopilar y se 

realizará las respectivas recomendaciones y reformas que son necesarias para que el 

juzgador pueda aplicar la norma en base a los parámetros constitucionales y no se 

vea afectado ningún derecho de las partes dentro del proceso. 

1.3.FORMULACION DEL PROBLEMA 

 ¿De qué manera las excepciones resueltas conforme al artículo 295 numerales 2 y 

3 afectan al Debido Proceso? 

1.4.SISTEMATIZACION DEL PROBLEMA 

 ¿Se considera correcta la resolución de las excepciones en base al artículo 

295 numerales 2 y 3 del COGEP? 

  ¿Qué análisis le podríamos dar a esta problemática jurídica? 
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1.5.OBJETIVO GENERAL 

 Determinar si hay vulneración del debido proceso, al momento de 

resolver las excepciones previas en base al artículo 295 numerales 2 y 3 

del COGEP. 

1.6.OBJETIVOS ESPECIFICOS  

 Proponer la reforma del artículo 295 numerales 2 y 3 del COGEP.  

 Establecer los fundamentos donde se vulnera el debido proceso, cuando se 

resuelven las excepciones previas subsanables conforme se determinar en 

el artículo 295 numerales 2 y 3. 

1.7.JUSTIFICACION 

 Este trabajo de titulación se enfoca en el ámbito jurídico y la problemática que 

existe al momento de la resolución de las excepciones catalogadas como subsanables 

de acuerdo a la Ley, ya que como se había indicado en líneas anteriores, en base a la 

nueva metodología y categorización del sistema procesal, no podrían enmarcarse 

excepciones con carácter subsanables, por cuanto vulneran el debido proceso y 

producen indefensión al demandado y mal podrían ser llamadas excepciones 

subsanables, ya que las mismas tienen una parte fundamental dentro del proceso, esto 

es, al existir un defecto en la forma de proponer la demanda como por ejemplo: a) 

demandar un incumplimiento de contrato mediante un procedimiento ejecutivo; o, b) 

demandar a una persona cuando en realidad no le asiste el derecho de hacerlo por 

alguna falta de capacidad; lo ideal sería que al existir las mismas, el proceso no 

avance, pues el señor Juez como Garantista de Derechos, tiene la obligación de exigir 

que se cumpla a cabalidad lo determinado en el artículo 142 del COGEP. No 

obstante si por inobservancia del juzgador, éstas fueron pasadas por alto, la parte 
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demandada tiene como primera opción de defensa en contra de la demanda, alegar 

excepciones, las mismas que deberían poner un fin al proceso por parte del juzgador, 

ordenar su archivo, dejando a salvo el derecho del actor, para que cumpliendo 

estrictamente los artículos 142, 143, 144, 146 del Código Orgánico General de 

Procesos, pueda presentar nuevamente la acción. 

1.8.DELIMITACION O ALCANCE DE LA INVESTIGACION  

 Objeto de estudio: CODIGO ORGANICO GENERAL DE PROCESOS.  

 Campo de estudio: Sentencias y Procesos Judiciales.  

 Lugar: Provincia del Guayas. 

 Espacio: Abogado de los Juzgados y Tribunales de la República del 

Ecuador  

 Tiempo: 2017 - 2018  

1.9.HIPOTESIS. 

Si se reforma el artículo 295 numerales 2 y 3 del COGEP se evitaría la 

vulneración del Debido Proceso consagrado en la Constitución de la República del 

Ecuador y la indefensión del demandado. 

1.10. IDENTIFICACION DE LAS VARIABLES. 

1.10.1. Variable Independiente 

 Código Orgánico General De Procesos 

1.10.2. Variable Dependiente 

 Vulneración del Debido Proceso, evitándose la indefensión del 

demandado. 
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CAPÍTULO II 

2. MARCO TEÓRICO. 

2.1. Antecedentes de la investigación. 

Al analizar el Código Orgánico General de Procesos, sobre el tema de las 

excepciones, trabajo que se está presentando ante ustedes, se ha podido constatar, 

que desde la promulgación de esta ley, en el año 2015, el tema de las excepciones no 

se encuentra de manera clara, precisa y eficaz en la norma antes mencionada, puesto 

que de hecho desaparecen las excepciones dilatorias y perentorias que existían antes 

en el ya derogado Código de Procedimiento Civil. 

 

La palabra excepción a criterio de quien suscribe, ya que ha tenido la oportunidad 

de poder estudiar ambas leyes, tanto el derogado Procedimiento Civil, como la ley 

que ahora regula nuestro sistema procesal civil, siempre ha sido considerada como un 

sinónimo de defensa, de oposición a la Demanda, pues desde que Ecuador es 

República, todos las personas gozan del derecho a la defensa y no se puede condenar, 

sentenciar, al demandado sin darle una posibilidad de poder ser escuchado en legal y 

debida forma, pues la defensa constituye una de las garantías básicas del nuevo 

sistema Constitucionalista. 

 

El derecho a la defensa dentro de un juicio, no es solamente un derecho sustancial 

que toda persona tiene; sino que es un principio fundamental del derecho procesal de 

defenderse. El actor al interponer su demanda acciona y se le admite al trámite para 

que ejerza un derecho que nadie le discute, por cuanto en el resultado final, que es la 

sentencia, recién se podrá saber si su reclamación ha tenido fundamento legal o no. 

La otra parte procesal, es decir, el demandado lo que va a hacer, producto de sentirse 
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obligado a litigar, es defenderse y contrarrestar la demanda y de igual forma ejerce 

un derecho de defensa que nadie le discute, por cuanto de igual manera, dentro de la 

sentencia se podrá saber si su defensa es bien fundamentada. 

 

Lo importante del sistema procesal es que tanto el actor como el demandado 

tengan los medios de reclamo y defensa necesarios que existen para llevar el litigio 

en base al principio del Debido Proceso y que a ambas partes procesales se les haya 

respetado el Derecho a la Tutela Judicial Efectiva, consagrada en la Constitución de 

la República del Ecuador. 

 

2.2. Las excepciones en Roma. 

Como es de conocimiento de los estudiantes y profesionales de la Abogacía, la 

historia del derecho data desde la época romana, era madre y base para que, hasta la 

actualidad, siglo XXI, el derecho Romano siga siendo esa estructura principal muy 

importante dentro de esta rama de estudio. 

El Derecho Romano, a medida que iba pasando el tiempo, trataba de cambiar 

acorde a las necesidades de la sociedad, tanto así que evolucionó históricamente en 

tres periodos: el Antiguo Imperio, el Clásico Imperio, el bajo Imperio.  

En la época Romana, las excepciones eran denominadas, o tenían el nombre de 

“exceptio” y era reconocida como una cláusula excepcional que tenía el demandado, 

como una fórmula procesal, para lo cual es necesario analizar el significado de 

“exceptio”. 

“Exceptio.- La excepción romana tuvo distintos significados según las épocas 

de su evolución jurídica. Durante el procedimiento formulario, la exceptio era 

la frase inserta en la fórmula, luego de expuestas las pretensiones del 
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demandante, con objeto de subordinar la condena del demandado a la 

condición negativa de que no se verificara el hecho invocado por éste” 

(Diccionario Legal, 2011). 

  

 Luego de la lectura, se puede indicar que las exceptios son aquella posibilidad que 

tiene el demandado, para proponer o mostrar una oposición a la demanda, es decir 

que el sujeto pasivo dentro del proceso, tiene como defensa las exceptios o 

excepciones para evitar que el juez dicte una sentencia en contra del demandado y así 

lo confirma Fernando Betancourt (2007), dentro de su libro Derecho Romano 

Clásico, quien indica lo siguiente: “En principio general, las excepciones alegan 

siempre una circunstancia de hecho aunque ello no impide que un derecho pueda ser 

insertado como exceptio en una formula procesal” (pág. 173). Luego de lo analizado, 

se puede concluir en que el espíritu de las excepciones siempre ha sido presentar 

oposición al demanda y a su vez tratar de ponerle fin al proceso en todo ámbito. 

 

2.3. Qué es el derecho procesal. 

 La doctrina ha calificado al derecho procesal como aquel estudio que se basa en 

las actuaciones que tienen los jueces en los tribunales judiciales, específicamente 

cuando ellos ejercen su labor o sus funciones y la aplicabilidad que le dan a las 

diferentes situaciones jurídicas en base al ordenamiento jurídico de cada país acorde 

a la Constitución y su forma como van a estar integrados, para Azula Camacho 

(2010): “Es el conjunto de normas que regulan la conducta de los individuos en la 

sociedad y reglamentan las relaciones de intereses en orden a la distribución y goce 

de los bienes de la vida” (pág. 15). 
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 Jaime Guasp (2010) dice que: ¨el derecho procesal no es sino el referente al 

proceso, las normas que tienen que ver con el mismo” (pág. 15), En el ordenamiento 

jurídico ecuatoriano, la actividad de los jueces se encuentra determinada en la 

Constitución de la República del Ecuador y el Código Orgánico de la Función 

Judicial y se basan específicamente en tres aspectos muy importantes que son la 

jurisdicción, el proceso y la acción: 

 Jurisdicción.- Es aquella que se encuentra determinada en el Código Orgánico de 

la Función Judicial y son esas atribuciones que la ley confiere a cada juzgador para 

que cumpla a cabalidad sus deberes como Juez Garantista.  

 Proceso.- Es una institución jurídica que permite que los actos procesales puedan 

desarrollarse de una manera eficaz desde el momento en que se inicia el proceso 

mediante una demanda y se obtiene un resultado que sería a través de una sentencia, 

esta institución jurídica se encuentra regulada en nuestro ordenamiento jurídico por 

el Código Orgánico General de Procesos, dentro de su artículo 1, 2 y 6 del mismo 

cuerpo legal. 

 La Acción.- Se encuentra regulada tanto en la Constitución de la República del 

Ecuador, como el Código Orgánico de la Función Judicial, dentro del artículo 75 de 

la CRE y 23 del COFJ, que es la esencia fundamental en donde el actor ejerce ese 

derecho para iniciar un proceso judicial y accede a la justicia en busca de una 

sentencia que garantice el goce pleno de sus derechos. 

 

2.4.  Fuentes  del Derecho Procesal. 

 Dentro del estudio se ha podido comprender que las fuentes del derecho procesal, 

son aquellas que tienen como objeto resolver los cuestionamientos que se plantean 

los jueces en los procesos, las cuales son las siguientes:  
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 La Ley.- Es aquella norma que regula el carácter general, el comportamiento de la 

sociedad y esto se resume en el artículo 1 del Código Civil: 

“Articulo 1.- Definición de Ley.- La Ley es una declaración de la voluntad 

soberana que, manifestada en la forma prescrita por la Constitución, manda, 

prohíbe o permite” (Codigo Civil, 2005). 

La Jurisprudencia. - Decisiones que han resuelto los tribunales en casos análogos 

a los cuales el juzgador tiene que resolver, cabe recalcar que para que en el Ecuador, 

sea considerado un precedente jurisprudencial debe contener lo determinado en el 

artículo 185 de la Constitución de la República del Ecuador y 182 del Código 

Orgánico de la Función Judicial, esto es:  

“Art. 185.- Las sentencias emitidas por las salas especializadas de la Corte 

Nacional de Justicia que reiteren por tres ocasiones la misma opinión sobre 

un mismo punto, obligarán a remitir el fallo al pleno de la Corte a fin de que 

ésta delibere y decida en el plazo de hasta sesenta días sobre su conformidad. 

Si en dicho plazo no se pronuncia, o sí ratifica el criterio, esta opinión 

constituirá jurisprudencia obligatoria”. (Constitucion de la Republica del 

Ecuador, 2008). 

“Art. 182.- PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES.- Las sentencias 

emitidas por las salas especializadas de la Corte Nacional de Justicia que 

reiteren por tres ocasiones la misma opinión sobre un mismo punto de 

derecho, obligarán a remitir los fallos al Pleno de la Corte a fin de que éste 

delibere y decida en el plazo de sesenta días sobre su conformidad. Si en 

dicho plazo no se pronuncia, o si ratifica el criterio, esta opinión constituirá 

jurisprudencia obligatoria.  
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La resolución mediante la cual se declare la existencia de un precedente 

jurisprudencial contendrá únicamente el punto de derecho respecto del cual se 

ha producido la triple reiteración, el señalamiento de la fecha de los fallos y 

los datos de identificación del proceso; se publicará en el Registro Oficial a 

fin de que tenga efecto generalmente obligatorio. 

 

La jueza o juez ponente para cada sentencia se designará mediante sorteo y 

deberá observar la jurisprudencia obligatoria establecida de manera 

precedente. Para cambiar el criterio jurisprudencial obligatorio la jueza o juez 

ponente se sustentará en razones jurídicas motivadas que justifiquen el 

cambio y su fallo deberá ser aprobado de forma unánime por la Sala, 

debiendo ponerse de inmediato en conocimiento del Pleno, el cual decidirá si 

se deja o no sin efecto el precedente obligatorio cuyo criterio se ha cambiado, 

o si se trata de una cuestión nueva que no se halla comprendida en dicho 

precedente. Para el procesamiento de esta jurisprudencia, el Pleno de la Corte 

Nacional creará una unidad administrativa especializada” (Codigo Organico 

de la Funcion Judicial , 2009). 

 Doctrina.- Aquellas opiniones de ciertos tratadistas mediantes sus publicaciones 

las cuales ciertos juzgadores pueden acoger y fundamentar su criterio al momento de 

dictar una sentencia. 

 

2.5.  Los principios procesales. 

 Desde el año 2008, Ecuador, pasó a ser un Estado Constitucional de Derechos y 

Justicia y con la promulgación de la nueva Constitución de la República del Ecuador, 

conlleva a que el ordenamiento jurídico tenga un cambio en la mayoría de sus 
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normas. En la actualidad, existe una nueva Ley que regula el sistema Procesal no 

penal, pero aquello no perjudica, ni cambia los principios procesales que debe tener 

todo proceso y se encuentran consagrados en la Constitución de la República del 

Ecuador y en especial la Ley de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 

donde aquellos principios procesales se encuentran en el artículo 4 de la Norma antes 

citada, los cuales son:  

1. Debido Proceso 

2. Aplicación directa de la Constitución 

3. Gratuidad de la justicia constitucional  

4. Inicio por demanda de parte  

5. Impulso de oficio 

6. Dirección del proceso 

7. Formalidad condicionada 

8. Doble instancia 

9. Motivación  

10. Compresión efectiva 

11. Economía Procesal.- Concentración; Celeridad; Saneamiento 

12. Publicidad  

13. Iura Novit Curia 

14. Subsidiaridad 

15. Modulación de los efectos de las sentencias 

 Todos estos principios que se han detallado, tienen la finalidad de llevar una 

armonía entre las partes procesales dentro de un proceso, siendo que además buscan:   

1. Llegar en los mejores términos a una solución del conflicto. 

2. Evitar el abuso del Derecho por parte del juez, como de las partes procesales. 
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3. Conseguir imparcialidad en el juzgador a fin de que ambas partes procesales 

se encuentren en igual de condiciones al momento que se da por admitida una 

demanda al trámite e inicia el proceso. 

2.6.  La Demanda. 

 Todo proceso inicia con la interposición de la demanda y efectivamente así está 

determinado dentro del ordenamiento jurídico en su artículo 141 del Código 

Orgánico General de Procesos, no obstante aún muchos se consultan ¿Qué es la 

Demanda? Por lo que para entender un poco sobre este acto de proposición, es 

necesario leer a los siguientes tratadistas que vierten sus opiniones sobre aquello, 

para Gonzaini dice: “Se denomina demanda, al acto procesal por el que se ejercita el 

derecho de acción procurando la iniciación de un proceso”. (Gonzaini). 

El diccionario jurídico de Laura Casado determina lo siguiente: 

 “DEMANDA: toda petición formulada ante el Poder Judicial. Es el acto procesal 

que, sujeto a requisitos específicos, concreta el acceso del justiciable en la 

jurisdicción, promoviendo un proceso y requiriendo una resolución judicial respecto 

de las pretensiones que en ella se formulan. Presentación formal que el actor hace al 

tribunal para que se pronuncie sobre la acción y las pretensiones que está 

ejercitando” (Casado, 2009, pág. 264). 

 Dr. Ernesto Perla, determina que.- “Por demanda se entiende desde el punto de 

vista extrínseco el escrito por el cual se entabla o inicia un juicio. Intrínsecamente o 

en cuanto a su contenido, es una afirmación de que existe una situación de hecho 

jurídicamente protegida por una norma de derecho positivo y se requiere al poder 

jurisdiccional para que actualice la protección a ese bien o intervenga con ese fin en 

un conflicto entre dos o más intereses” (Perla, Temas de Derecho Procesal Civil, pág. 

57). 
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 Luego de la lectura de ciertos conceptos referente a demanda, se infiere que la 

demanda es aquel acto de proposición con el que se da inicio al proceso, 

indistintamente del procedimiento que la ley pueda determinar para cada juicio, en 

todo proceso civil, que tiene como directrices los principios procesales en especial el 

principio dispositivo, es iniciado por una Demanda, donde la parte actora o el sujeto 

activo, siente que ha sido perjudicado y acude ante el órgano jurisdiccional para que 

sus derechos sean respetados, claro está que para que un juicio contenga una 

sentencia favorable debe estar contenido de una demanda que cumple con los 

requisitos taxativos en la Ley de cada país. 

 Con la entrada en vigencia del Código Orgánico General de Procesos, este acto de 

proposición se encuentra en el Título I Capítulo I artículo 141 del COGEP, es decir 

la Ley Procesal reconoce taxativamente que es necesaria una demanda para iniciar un 

proceso Civil, por lo que es necesario citar dicho articulado:  

 “Articulo 141.- Inicio del proceso.- Todo proceso comienza con la presentación 

de la demanda a la que podrán precederle las diligencias preparatorias reguladas en 

este Código” (Codigo Organico General de Procesos, 2015, pág. 53). 

 

2.7. Contenido de la Demanda. 

 El Dr. Ernesto Perla expone que.- “La demanda es un acto formal, ésto es que 

para ser admitida, o para producir efectos jurídicos debe reunir ciertos requisitos. 

Estos no corresponden a las fórmulas sacramentales o rituales del derecho primitivo 

y aún del Derecho Romano durante el período de las legis actiones, sino simplemente 

tiene por fin facilitar la apreciación ·por el juez y por el demandado de la pretensión 

que se formula y de la petición que se hace” (Perla, Temas de Derecho Procesal 

Civil). 
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 Dentro del ordenamiento jurídico para que una demanda sea calificada y sea 

admitida a trámite debe cumplir con ciertos requisitos taxativos que se establecen en 

el Código Orgánico General de Procesos en su artículo 142:  

“Art. 142.- Contenido de la demanda.- La demanda se presentará  por escrito 

y contendrá:  

1.-La designación de la o del juzgador ante quien se la propone. 

2.-Los nombres y apellidos completos, número de cédula de identidad o 

ciudadanía, pasaporte, estado civil, edad, profesión u ocupación, dirección 

domiciliaria y electrónica de la o del actor, casillero judicial o electrónico de 

su defensora o defensor público o privado. Cuando se actúa en calidad de 

procuradora o procurador o representante legal se hará constar también los 

datos de la o del representado. 

3.-El número del Registro Único de Contribuyentes en los casos que así se 

requiera. 

4.-Los nombres completos y la designación del lugar en que debe citarse a la 

o al demandado, además de dirección electrónica, si se conoce. 

5.-La narración de los hechos detallados y pormenorizados que sirven de 

fundamento a las pretensiones, debidamente clasificados y numerados. 

6.-Los fundamentos de derecho que justifican el ejercicio de la acción, 

expuestos con claridad y precisión. 

7.-El anuncio de los medios de prueba que se ofrece para acreditar los hechos. 

Se acompañarán la nómina de testigos con indicación de los hechos sobre los 

cuales declararán y la especificación de los objetos sobre los que versarán las 

diligencias, tales como la inspección judicial, la exhibición, los informes de 
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peritos y otras similares. Si no tiene acceso a las pruebas documentales o 

periciales, se describirá su contenido, con indicaciones precisas sobre el lugar 

en que se encuentran y la solicitud de medidas pertinentes para su práctica. 

8.-La solicitud de acceso judicial a la prueba debidamente fundamentada, si 

es del caso. 

9.-La pretensión clara y precisa que se exige. 

10.-La cuantía del proceso cuando sea necesaria para determinar el 

procedimiento. 

11.-La especificación del procedimiento en que debe sustanciarse la causa. 

12.-Las firmas de la o del actor o de su procuradora o procurador y de la o del 

defensor salvo los casos exceptuados por la ley. En caso de que la o el actor 

no sepa o no pueda firmar, se insertará su huella digital, para lo cual 

comparecerá ante la o el funcionario judicial correspondiente, quien sentará la 

respectiva razón. 

13.-Los demás requisitos que las leyes de la materia determinen para cada 

caso”. (Codigo Organico General de Procesos, 2015). 

 Una vez que se ha dado cumplimiento a lo determinado en el artículo 142 del 

Código Orgánico General de Procesos, el Juzgador tiene la obligación de calificar y 

admitir la demanda, dentro del término máximo de 5 días  en base a lo preceptuado 

en el artículo 146 de la misma Ley. 

 

 Cuando el actor no ha dado cumplimiento a lo determinado en el artículo 142 del 

COGEP, el juzgador dispondrá que la parte actora complete o aclare en el término de 



19 

 

tres días, si no lo hace, ordenará el archivo y posterior a aquello, devolverá los 

documentos sin dejar copias.  

“Art. 146.- Calificación de la demanda. Presentada la demanda, la o el 

juzgador, en el término máximo de cinco días, examinará si cumple los 

requisitos legales generales y especiales que sean aplicables al caso. Si los 

cumple, calificará, tramitará y dispondrá la práctica de las diligencias 

solicitadas. 

Si la demanda no cumple con los requisitos previstos en este Código, la o el 

juzgador dispondrá que la o el actor la complete o aclare en el término de tres 

días, si no lo hace, ordenará el archivo y la devolución de los documentos 

adjuntados a ella, sin necesidad de dejar copias. (…)” (Codigo Organico 

General de Procesos, 2015). 

 Es importante recalcar, que el juzgador al darse cuenta de que la demanda 

presentada en su juzgado, no cumple con los requisitos, el deberá solicitar que la 

parte actora complete la demanda, es ahí cuando el actor ejerce su momento procesal 

oportuno para subsanar o corregir todos aquellos errores que se hayan planteado en la 

demanda, para que al momento que el accionado es citado pueda ejercer una defensa 

plena y eficaz, sin necesidad de dejarlo en indefensión o permitir que pueda volver el 

actor a subsanar otro error que la demanda pueda contener, consecuentemente se 

hace hincapié en aquello por cuanto dentro de este proyecto de investigación en 

secciones posteriores se evidenciará como se deja en indefensión al demandado al 

momento que el juez califica una demanda con error o se presentó una demanda 

incompleta. 
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2.8. Contestación a la Demanda. 

 La contestación a la demanda consiste en uno de los actos más importantes para el 

demandado, por cuanto es su respuesta a las pretensiones que ha planteado la parte 

actora dentro de la demanda y como accionado está en la obligación de valerse de 

todo argumento jurídico y demás herramientas jurídicas que pongan fin al proceso, a 

fin de ejercer una defensa plena. 

 El Doctor Ernesto Perla refiere que “Esta etapa de] juicio consiste en el acto del 

demandado de pronunciarse sobre la pretensión del acto” (Perla, Temas de Derecho 

Procesal, pág. 105). 

 En el Ecuador, la contestación a la demanda tiene que cumplir los mismos 

requisitos formales como si se interpusiera una demanda, esto en base a lo prescrito 

en el artículo 151 del Código Orgánico General de Procesos, por lo que debe ser 

presentada por escrito y cumplir en lo aplicable a los requisitos antes estudiado en 

líneas anteriores; Adicionalmente, esta contestación se fundamenta en uno de los 

principios fundamentales del debido proceso y que sin duda alguna es muy 

primordial para que el demandado pueda ejercer su derecho constitucional a la 

defensa. 

 Este principio constitucional al que se hace referencia es el Principio de 

Contradicción, el cual dentro del acervo jurídico, se encuentra en la Constitución de 

la República del Ecuador en su artículo 168 numeral 6, artículo 19 de Código 

Orgánico de la Función Judicial. 

 Asimismo dentro del artículo 151 del COGEP, se asevera que la parte demandada 

debe pronunciarse sobre los fundamentos de hecho, derecho y aquella prueba que 

admite o niega, consecuentemente el demandado tiene que deducir todas las 

excepciones de las cuales él se crea asistido contra aquella pretensiones que ha 
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determinado el actor dentro de la Demanda, teniendo como principal novedad que en 

este nuevo ordenamiento jurídico, las excepciones que el demandado interponga 

podrán reformarse hasta antes de la audiencia preliminar. 

 Una vez que se ha cumplido con la contestación a la demanda y respetando los 

requisitos formales establecidos en los artículos de líneas anteriores, el juzgador 

califica la contestación a la demanda dentro del término de 3 días y procede a dictar 

un auto de sustanciación para convocar a la respectiva audiencia. 

2.9. Las excepciones previas en el Código Orgánico General de Procesos. 

Para comprender el espectro de las excepciones, primero es necesario visualizar el 

significado contenido en diccionarios jurídicos y expuestos por ciertos doctrinarios, 

mismos que son los siguientes: 

Para Guillermo Cabanellas, el significado de excepciones es el siguiente “En 

Derecho Procesal, título o motivo que como medio de defensa, contradicción o 

repulsa, alega el demandado para excluir, dilatar o enervar la acción o demanda del 

actor” (Cabanella, 2008). 

 Para Couture, las excepciones son: “el poder jurídico que se halla investido el 

demandado, que le habilita para oponerse a la acción promovida contra él” (Couture, 

1958). 

 Devis Echandía indica que: “la excepción es una especial manera de ejercitar el 

derecho de contradicción o defensa en general que le corresponde a todo demandado, 

y que consiste en oponerse a la demanda para atacar las razones de la pretensión del 

demandante, mediante razones propias de hecho, que persigan destruirla o 

modificarla o aplazar sus efectos” (Echandia, 1985, pág. 236). 
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 De los conceptos analizados por los diferentes juristas, se llega a la conclusión de 

que las excepciones son aquellas alegaciones que el accionado proponen en contra 

del actor, con el fin de oponerse a una posible sentencia en su contra y por lo tanto, 

desvirtuar las pretensiones que ha planteado el accionante dentro del libelo de su 

demanda. 

2.10. Clasificación de las excepciones Previas. 

 Los conceptos jurídicos sobre las excepciones y que han sido planteadas por parte 

de los tratadistas, tienen correlación con lo determinado en el artículo 151 y 153 del 

Código Orgánico General de Procesos, que expresa: 

 “Articulo 151.- Forma y contenido de la Contestación.- […] Deberá además 

deducir todas las excepciones de las que se crea asistida contra las pretensiones de la 

parte actora, con expresión de su fundamento fáctico. Las excepciones podrán 

reformarse hasta antes de la audiencia preliminar” (Codigo Organico General de 

Procesos, 2015). 

 Es así que las excepciones previas están determinadas o clasificadas en el artículo 

153 ibídem y que estipula:  

 “Solo se podrá plantear como excepciones previas las siguientes:   

1. Incompetencia de la o el juzgador;  

2. Incapacidad de la parte actora o de su representante;  

3. Falta de legitimación en la causa de la parte actora o la parte demandada, 

cuando surja manifiestamente de los propios términos de la demanda;  

4. Error en la forma de proponer la demanda, inadecuación de procedimiento 

o indebida acumulación de pretensiones;  

5. Litispendencia;  

6. Prescripción;  
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7. Caducidad;  

8. Cosa Juzgada;  

9. Transacción;  

10. Existencia de convenio, compromiso arbitral o convenio de mediación” 

(Codigo Organico General de Procesos, 2015). 

 

2.10.1. Incompetencia de la o el juzgador. 

 Esta excepción hace referencia a la existencia o ausencia de aquella competencia 

que tiene el juzgador para conocer un litigio, ya sea de acuerdo a la materia, grados, 

territorio y personas, en base a lo determinado en los artículos 9, 10, 11, 12, 13, 14, 

15 del Código Orgánico General de Procesos, en concordancia con lo determinado en 

los artículos 156 y 157 del Código Orgánico de la Función Judicial, por lo que, es 

menester mencionar los siguientes conceptos respecto a competencia: 

 Para Devis Echandia: “La competencia es, por lo tanto, la facultad que cada juez o 

magistrado de una rama jurisdiccional tiene, para ejercer la jurisdicción en 

determinados asuntos y dentro de ciertos territorio”  (Echandia, 1985) 

 Para Casassa: “Son los vicios en la competencia del juez, lo cual sucede cuando se 

interpone una demanda ante un órgano jurisdiccional, el cual no se encuentra 

facultado a conocer del asunto litigioso, sea en razón a la materia, cuantía o 

territorio” (Casassa, 2014). 

 Consecuentemente, en base a los anteriores concepto, se puede manifestar que es 

importante proponer una demanda ante el juzgador jurisdiccional competente para 

que el demandado no pueda interponer esta excepción y obligar al juzgador a que se 

separe de la causa; adicional aquello es oportuno indicar que el demandado es el 
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único quien está facultado para interponer o invocar esta excepción dentro de su 

contestación a la demanda para que surta los efectos legales antes dicho. 

2.10.2. Incapacidad de la parte actora o de su representante. 

 Para comprender mejor la noción de esta excepción, es necesario partir desde la 

conceptualización de la capacidad y para eso se reproduce lo que piensan ciertos 

abogados o tratadistas sobre la misma: 

Eduardo Pallares: “La capacidad se funda en el hecho de que la persona que goza 

de ella posee determinadas cualidades físicas, intelectuales y morales que le hagan 

apta para ejercitar sus derechos; quienes no las posean, son incapaces naturalmente o 

la Ley los declara tales porque así conviene la comunidad…” (Pallares, 2018, pág. 

367). 

El Abogado José Sebastián Cornejo: “En esta excepción hay que distinguir la 

capacidad para ser parte que implica la posibilidad de una persona de ser capaz de 

adquirir derechos y contraer obligaciones; con la capacidad procesal, que atiende a la 

potestad de realizar actos procesales válidos, y la poseen las personas que se 

encuentran en pleno goce de sus derechos civiles” (Cornejo, 2018). 

 Por lo que, se puede aseverar que la capacidad se resume en aquella potestad legal 

y jurídica que tiene al actor para poder ejercer el pleno goce de sus derechos en un 

proceso civil. Y que, en la legislación ecuatoriana se encuentra reconocida en los 

artículos 1462 y 1463 del Código Civil, en armonía con los artículos 31, 32, 33, 34, 

35, 37 del Código Orgánico General de Procesos, esto es: 

En el artículo 1462 del Código Civil se determina que: 

 “Toda personas es legalmente capaz, excepto las que la ley declara incapaces” 

(Codigo Civil, 2005). 
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No obstante, por otro lado, dentro del artículo 1463 ibídem se hace referencia a las 

personas incapaces, es decir: 

“Art. 1463.- Son absolutamente incapaces los dementes, los impúberes y la (sic) 

persona sorda que no pueda darse a entender de manera verbal, por escrito o por 

lengua de señas. 

Sus actos no surten ni aún obligaciones naturales, y no admiten caución. 

Son también incapaces los menores adultos, los que se hallan en interdicción de 

administrar sus bienes, y las personas jurídicas. Pero la incapacidad de estas clases de 

personas no es absoluta, y sus actos pueden tener valor en ciertas circunstancias y 

bajo ciertos respectos determinados por las leyes” (Codigo Civil, 2005). 

Por su parte, el Código Orgánico General de Procesos establece que:  

 “Art. 31.- Capacidad procesal. Toda persona es legalmente capaz para comparecer 

al proceso, salvo las excepciones de ley. 

Las y los adolescentes pueden ejercer directamente aquellas acciones judiciales 

encaminadas al ejercicio y protección de sus derechos y garantías, conforme con la 

ley. 

En los casos en que ciertos incapaces contraigan obligaciones, se admitirá con 

respecto a estos asuntos su comparecencia de acuerdo con la ley. Cuando se trate de 

comunidades, pueblos, nacionalidades o colectivos, comparecerán a través de su 

representante legal o voluntario. 

Las niñas, niños y adolescentes serán escuchados en los procesos en los que se 

discuta acerca de sus derecho” (Codigo Organico General de Procesos, 2015). 
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“Art. 32.- Representación de menores de edad e incapaces. Las niñas, niños, 

adolescentes, y quienes estén bajo tutela o curaduría, comparecerán por 

medio de su representante legal. 

Las personas que se hallen bajo patria potestad serán representadas por la 

madre o el padre que la ejerza. Las que no estén bajo patria potestad, tutela o 

curaduría, serán representados por la o el curador designado para la 

controversia. 

En caso de producirse conflicto de intereses entre la o el hijo y la madre o el 

padre, que haga imposible aplicar esta regla, la o el juzgador designará 

curador ad litem o curador especial para la representación de niñas, niños y 

adolescentes” (Codigo Organico General de Procesos, 2015). 

“Art. 33.- Representación de personas jurídicas en el proceso. Cuando la parte 

sea una persona jurídica, deberá ser representada en el proceso por su 

representante legal o judicial. En el caso de las acciones laborales estas 

podrán dirigirse contra cualquier persona que a nombre de sus principales 

ejerza funciones de dirección y administración, aun sin tener poder escrito y 

suficiente según el derecho común” (Codigo Organico General de Procesos, 

2015). 

“Art. 34.- Representación del causante. Las o los herederos no podrán ser 

demandados ni ejecutados sino luego de aceptar la herencia. Si no han 

aceptado la herencia, la demanda se dirigirá en contra del curador de la 

herencia yacente” (Codigo Organico General de Procesos, 2015). 

“Art. 35.- Representación de la o del insolvente. La o el insolvente será 

representado por la o el síndico en todo lo que concierne a sus bienes, pero 

tendrá capacidad para comparecer por sí mismo en lo que se refiere 
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exclusivamente a derechos extra patrimoniales o en las diligencias permitidas 

en la ley” (Codigo Organico General de Procesos, 2015). 

“Art. 37.- Procurador común. Si son dos o más las o los actores por un mismo 

derecho o dos o más las o los demandados, siempre que sus derechos o 

excepciones no sean diversos o contrapuestos, la o el juzgador dispondrá que 

constituyan un procurador común dentro del término que se les conceda, si no 

lo hacen, la o el juzgador designará entre ellos a la persona que servirá de 

procuradora y con quien se contará en el proceso. La persona designada no 

podrá excusarse de desempeñar el cargo. 

Para el ejercicio de la procuración común no se requiere ser abogada o 

abogado.  

El nombramiento de procurador o procuradora común podrá revocarse por 

acuerdo de las partes, o por disposición de la o del juzgador a petición de 

alguna de ellas siempre que haya motivo que lo justifique. La revocatoria no 

producirá efecto mientras no comparezca la o el nuevo procurador. La parte 

que quede liberada de la procuración por revocatoria, podrá continuar con el 

proceso de forma individual” (Codigo Organico General de Procesos, 2015). 

 Es así que dentro de lo determinado por la legislación ecuatoriana, se puede 

colegir que la misma realiza una clasificación y especificación respecto de quién 

puede ser parte procesal, siendo que el actor puede comparecer dentro del litigio por 

sí mismo o por medio de su Procurador Judicial o Abogado Patrocinador, esto 

basándose en la capacidad o aptitud que tiene el titular del derecho o la capacidad 

dentro del sistema procesal. En consecuencia, la capacidad gira en torno a quien se 

considera titular de un derecho y/o a su vez quien tiene toda la capacidad de 
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defenderlo dentro del litigio. Es por aquello su importancia dentro del proceso, pues 

la ausencia o falta de capacidad, imposibilita la prosecución de la misma. 

 

2.10.3. Falta de legitimación en la causa de la parte actora o la parte 

demandada cuando surja manifiestamente de los propios términos de la 

demanda. 

 Esta excepción previa se basa en la ausencia de la conocida legitimatio ad causam, 

la cual consiste en que el actor (sujeto activo) o el demandado (sujeto pasivo) no 

tienen en lo absoluto la legitimación dentro del proceso, por intervenir actores o 

demandados distintos, es decir que no les asiste el derecho de hacer dentro del 

proceso y en caso de que el juez resuelva mediante sentencia, la misma sería 

inejecutable. 

 Dicho de otra manera, la legitimación de la causa es el vínculo entre el objeto del 

proceso y las partes que intervienen (actor y demandado), teniendo cada uno la 

capacidad de adquirir derechos y contraer obligaciones por sí solos. De allí que la 

falta de la misma se refleja en la insuficiencia de representación de una de las partes 

procesales, esto es, cuando dichas facultades no han sido concedidas correctamente 

por el poderdante. 

 Por otro lado, algunos tratadistas la definen de la siguiente manera: 

 Para Sergio Casassa es: “evitar del trámite de un proceso con quien no está 

facultado para realizarlo, lo que podría, en consecuencia verse sustraído de la 

eventual sentencia a dictarse no por haber participado en el proceso” (Casassa, 

2014). 

 Para Devis Echandia es: “ ser la persona que, de conformidad con la ley 

sustancial, puede formular o contradecir las pretensiones contenidas en la demanda o 
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en la imputación penal, por ser el sujeto activo o pasivo de la relación jurídica 

sustancial pretendida o del ilícito penal imputado, que deben ser objeto de la decisión 

del juez, en el supuesto de que aquélla o éste existan; o en ser el sujeto activo o 

pasivo de una relación jurídica sustancial que autorice para intervenir en el proceso 

ya iniciado” (Echandia, 1985). 

 En cuanto a la legislación ecuatoriana, la representación se encuentra determinada 

en el artículo 2020 del Código Civil: 

“Art. 2020.- Mandato es un contrato en que una persona confía la gestión de 

uno o más negocios a otra, que se hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de 

la primera.  

La persona que confiere el encargo se llama comitente o mandante, y la que 

lo acepta apoderado, procurador, y en general, mandatario” (Codigo Civil, 

2005).  

 Mientas que el Código Orgánico General de Procesos dentro del Capítulo III 

sobre Procuración Judicial, en su artículo 41 establece que los Procuradores son 

aquellas personas que tienen poder para comparecer al proceso por el actor o 

demandado:  

“Articulo 41.- Procuradores y Procuradores Judiciales.- Son las o los 

mandatarios que tienen poder para comparecer al proceso por la o el actor o la 

o el demandado” (Codigo Organico General de Procesos, 2015). 

Es decir que para que exista una Procuración Judicial plena, la misma ley ha 

determinado que debe existir una constitución de una procuración judicial en las 

formas descritas en el artículo 42 ibídem: 
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“Art. 42.- Constitución de la procuración judicial. La procuración judicial se 

constituirá únicamente a favor de una o un defensor que no se encuentre 

inserto en alguna de las prohibiciones previstas en la ley. 

La procuración judicial podrá conferirse: 

a) Por oficio, en el caso de entidades públicas o mediante escrito reconocido 

conforme con la ley, ante la o el juzgador del proceso.  

b) Por poder otorgado en el Ecuador o en el extranjero ante autoridad 

competente.  

c) De manera verbal en la audiencia respectiva” (Codigo Organico General de 

Procesos, 2015). 

De igual manera, dicho cuerpo legal ha procurado especificar el cómo y cuándo 

de la terminación de aquella Procuración, esto en base a lo determinado en el artículo 

45 del Código Orgánico General de Procesos y 2067, 2068, 2069, 2070, del Código 

Civil.  

“Art. 45.- Terminación. La procuración judicial termina en todos los casos 

expresados en la ley. 

Si fallece la o el poderdante después de presentada la demanda, la o el 

procurador judicial representará a la sucesión en el proceso hasta que se 

nombre curador de la herencia yacente o comparezcan el o los herederos” 

(Codigo Organico General de Procesos, 2015). 

“Art. 2067.- El mandato termina: 

1. Por el desempeño del negocio para que fue constituido;  

2. Por la expiración del término o por el cumplimiento de la condición 

prefijados para la terminación del mandato;  

3. Por la revocación del mandante;  
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4. Por la renuncia del mandatario;  

5. Por la muerte del mandante o del mandatario;  

6. Por la quiebra o insolvencia del uno o del otro;  

7. Por la interdicción del uno o del otro; y,  

8. Por la cesación de las funciones del mandante, si el mandato ha sido 

dado en ejercicio de ellas” (Codigo Civil, 2005). 

“Art. 2068.- La revocación del mandante puede ser expresa o tácita. La 

tácita es el encargo del mismo negocio a distinta persona. 

Si el primer mandato es general y el segundo especial, subsiste el primer 

mandato para los negocios no comprendidos en el segundo” (Codigo Civil, 

2005). 

“Art. 2069.- El mandante puede revocar el mandato a su arbitrio, y la 

revocación, expresa o tácita, surte efecto desde el día en que el mandatario 

ha tenido conocimiento de ella; sin perjuicio de lo dispuesto en el Art. 

2076” (Codigo Civil, 2005). 

“Art. 2070.- El mandante que revoca tendrá derecho para exigir del 

mandatario la restitución de los instrumentos que haya puesto en sus 

manos para la ejecución del mandato; pero de las piezas que pueden servir 

al mandatario para justificar sus actos, deberá darle copia firmada de su 

mano, o autenticada, si el mandatario lo exigiere” (Codigo Civil, 2005). 

 De lo expuesto, se concluye que la falta de legitimación en la causa es cuando 

aquella persona que asiste ante el órgano jurisdiccional para hacer valer sus derechos 

no ha representado su accionar conforme se lo determina la Ley, tal como se ha 

precisado dentro de la norma antes detallada, la cual exige requisitos indispensables 

para poder ser partícipe en un litigio en calidad de Procurador Judicial o mandante. 
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2.10.4. Error en la forma de proponer la demanda, inadecuación del 

procedimiento o indebida acumulación de pretensiones. 

Error en la forma de proponer la demanda. 

 Esta excepción previa se encuentra incluida en el artículo 153 numeral 4 del 

Código Orgánico General de Procesos, pero para empezar analizar la misma, es 

indispensable recordar aquellos requisitos que son necesarios para interponer una 

demanda y que se encuentran en el artículo 142 ibídem, por cuanto esta excepción 

previa pretende advertir al juzgador de que existe una incongruencia dentro del acto 

propositivo que se está interponiendo, dejando en claro que para que un proceso civil 

se inicie debe existir alguien que reclame un derecho ante el órgano jurisdiccional. 

 Al momento que se omite algún requisito o exigencia contemplada dentro de  la 

legislación ecuatoriana, el demandado tiene la posibilidad de dejar por sentado 

mediante la contestación de la demanda que aquel acto propositivo que se quiere 

iniciar en su contra, carece de validez jurídica y por lo tanto, mal podría dársele 

tramite a algo que no es claro, ni ha cumplido con los presupuestos procesales que 

determina la doctrina.  

Para una mayor ilustración, se reproducen los siguientes criterios: 

 Guillermo Cabanellas expone que: “El defecto legal, en el procedimiento civil 

constituye la base de la excepción dilatoria que hace relación al modo de proponer la 

demanda; la cual debe contener los extremos que la propia ley de forma establece, 

sin los cuales no puede ser admitida, ni dada curso…” (Cabanella, 2008). 

 Manuel Tama: “Omisión de las exigencias legales. Si se omiten alguno de los 

requisitos o exigencias preordenadas por la ley procesal que, como se ha visto los 

enumera con mayor prolijidad, en cuanto a sus detalles, la demanda es defectuosa; 

nos encontramos frente a un libelo oscuro, y por ende se da la situación de que aquí 
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nos ocupamos respecto al defecto legal en el modo de proponer la demanda…” 

(Tama, 2009, pág. 376). 

 Sergio Casassa, dentro de su libro “las excepciones en el procedimiento civil” 

explica que: “Es opinión casi unánime considerar a esta excepción como de “puro 

derecho” en la medida que no existiría mayor medio de prueba que la propia 

pretensión descrita en la demanda y su eventual subsanación” (Casassa, 2014, pág. 

101). 

 José García Falconi, dentro de su libro “análisis jurídico teórico practico sobre: La 

contestación a la demanda: La reconvención y las excepciones previas en el código 

orgánico general de procesos”, expone que: “Esta excepción previa, tiene en parte su 

base jurídica, en lo dispuesto en el artículo 147.2 del COGEP (…) pues por su 

gravedad, colocan al demandado en un estado de indefensión, impidiéndole o 

dificultándole la refutación o producción de las pruebas conducentes” (Falconi, 2018, 

pág. 415). 

 La excepción de  defecto en proponer la demanda es una excepción 

constitucional, por cuanto el espíritu la Constitución de la República del Ecuador es 

que el demandado, deba saber de forma exacta, clara, precisa, concisa, de qué, por 

qué y quién es aquella persona que lo está demandando, ya que mal podría el 

demandado cumplir con lo determinado en el artículo 151 del COGEP, esto es 

“pronunciarse en forma expresa sobre cada una de las pretensiones de la parte actora, 

sobre la veracidad de los hechos alegados en la demanda y sobre la autenticidad de la 

prueba documental que se haya acompañado, con la indicación categórica de lo que 

admite y de lo que niega” (Codigo Organico General de Procesos, 2015). 
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2.10.5. Inadecuación del Procedimiento. 

 Respecto a esta excepción, hay que partir desde el concepto de procedimiento, por 

lo que es pertinente referir que el Código Orgánico General de Procesos establece en 

su título IV los procedimientos que rigen para materias no penales, constitucionales y 

electorales, dividiéndolos de la siguiente manera: 

Titulo I.- Procesos de conocimientos. 

1. Procedimiento Ordinario 

2. Procedimiento Contencioso Tributario  

3. Procedimiento Contencioso Administrativo 

4. Procedimiento Sumario  

5. Procedimiento Voluntario  

Título II.- Procedimientos Ejecutivos.  

1. Procedimiento Ejecutivo 

2. Procedimiento Monitorio 

2.10.5.1. Procedimiento Ordinario.  

 Se podría indicar que el Procedimiento Ordinario es la estructura principal de la 

parte procesal, pues incluso los tiempos dentro de este procedimiento son algo 

extensos, por cuanto los asuntos a tratar suelen tener en común algo más de 

complejidad, por lo tanto, requieren de un debate de calidad entre ambas partes 

procesales, lo cual conllevará a que el juzgador pueda resolver de mejor manera y su 

resolución final sea amplia y completa en cuanto al número de situaciones jurídicas 

planteadas dentro del proceso. 

El artículo 289 del Código Orgánico General de Procesos determina que las 

pretensiones que no tengan un trámite previsto o específico se tramitarán en este 

procedimiento. 
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“Art. 289.- Procedencia. Se tramitarán por el procedimiento ordinario todas 

aquellas pretensiones que no tengan previsto un trámite especial para su 

sustanciación” (Codigo Organico General de Procesos, 2015). 

Este Procedimiento es el único que cuenta con dos audiencias, siendo que la 

misma norma denomina a la primera como audiencia preliminar en la cual se deben 

resolver las excepciones propuestas por las partes procesales, se debe fijar entre el 

juzgador y las partes procesales el objeto de la controversia, se debe también resolver 

aquellas cuestiones de procedimiento que podrían llegar a afectar el proceso. 

Asimismo, permite que las partes procesales puedan conciliar y a su vez, es el 

momento procesal oportuno para poder anunciar aquellas pruebas que van a ser 

practicadas en la audiencia de juicio. 

En el articulado mencionado se establece un tiempo para la respectiva 

Audiencia de Juicio que será en el término máximo de treinta días contados desde la 

terminación de la audiencia preliminar.  En cuanto a la audiencia de juicio, la misma 

empieza por la lectura por parte de secretaría del extracto del acta de audiencia 

preliminar e inmediatamente de culminada la lectura se comienza con los alegatos 

iniciales, posterior prácticas de pruebas que fueron anunciadas en la audiencia 

preliminar, culminando con alegatos finales y sentencia. 

Las causas que se tramitan con frecuencia dentro de los juzgados civiles en 

base a este procedimiento son: daño moral, prescripción, reivindicación, cobro de 

dinero (cuando no sean títulos ejecutivos) y en todas las demás causas que no tengan 

un procedimiento especial para la sustentación. 

2.10.5.2. Proceso Sumario. 

 El proceso sumario en cuanto a términos es más corto que el procedimiento 

ordinario e incluso cuenta con una Audiencia Única, siendo que las acciones que se 
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tramitan bajo este procedimiento, se encuentran establecidas en el artículo 332 del 

Código Orgánico General de Procesos, el cual no es taxativo, sino también puede ser 

considerado como de remisión, ya que otras leyes del ordenamiento jurídico 

ecuatoriano pueden remitir al proceso sumario, como por ejemplo los casos 

laborales, ya que el Código de Trabajo dentro de su artículo 575 indica que aquellas 

controversias se tramitarán en este procedimiento. 

 Respecto a la audiencia, una vez que se ha fijado el día y la hora para su 

celebración, esta se desarrollará en una audiencia única con dos fases, donde se 

tratarán en la primera fase sobre el saneamiento, el juzgador  fijará los puntos de 

debate, en conjunto con las partes procesales y a su vez se podrá solicitar la 

conciliación respectiva; mientras que en la segunda fase se desarrollarán los alegatos 

iniciales, la reproducción de la prueba que se anunció de manera correcta en el acto 

propositivo o demanda, de allí que luego de haber concluido la etapa de prueba, se 

procede con el respectivo alegato final, concluyendo el juzgador con su decisión de 

forma oral. 

 Es menester hacer hincapié que en este tipo de procedimiento no procede la 

reforma de la demanda, la única forma que existe es retirar la demanda antes de la 

citación del demandado, posterior a la citación no existe ningún acto jurídico que 

pueda reformar o retrotraer los efectos de la demanda. 

2.10.5.3. Procedimiento Voluntario. 

 En este tipo de procedimiento prima la voluntad de las partes procesales, pues 

llegan a resolverse sin ningún tipo de contradicción. Siendo que el artículo 334 del 

Código Orgánico General de Procesos estipula cuales son las acciones consideradas 

como procedimiento voluntario: 
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Art. 334.- Procedencia. Se considerarán procedimientos voluntarios, con 

competencia exclusiva de las o los juzgadores, los siguientes: 

1. Pago por consignación.  

2. Rendición de cuentas,  

3. Divorcio o terminación de unión de hecho por mutuo consentimiento, 

siempre que haya hijos dependientes.  

4. Inventario, en los casos previstos en este capítulo.  

5. Partición.  

6. Autorización de venta de bienes de niñas, niños y adolescentes y, de 

personas sometidas a guarda. 

También se sustanciarán por el procedimiento previsto en esta Sección los asuntos 

de jurisdicción voluntaria, como el otorgamiento de autorizaciones o licencias y 

aquellas en que por su naturaleza o por razón del estado de las cosas, se resuelvan sin 

contradicción” (Codigo Organico General de Procesos, 2015). 

 Por consiguiente, se debe tener en consideración que el procedimiento voluntario 

al presentarse ante el órgano jurisdiccional, debe contener los mismos requisitos 

como si se ingresara una demanda, esto en base al artículo 142 ibídem y una vez que 

se la califica, se procede con la respectiva citación de absolutamente todas las partes 

procesales interesadas, posteriormente el juzgador señalará para el efecto día y hora 

para resolverse el litigio entre todas las partes procesales. 

 Como lo habíamos indicado, este procedimiento es denominado voluntario, por 

cuanto no debería existir contradicción, pero nuestra legislación ha precavido que en 

caso de que exista oposición, fundamentada, entre todas las partes procesales, este 

procedimiento pasaría a ser sumario y el juez ordenará un término de quince días 
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para que todas las partes interesadas anuncien su medio probatorio y  a su vez 

mediante ese nuevo procedimiento se resuelva el litigio. 

2.10.5.4. Proceso Ejecutivo. 

 Este tipo de procedimiento tiene como base una obligación contenida dentro un 

título ejecutivo, la cual debe ser clara, pura, determinada y actualmente exigible y así 

está determinado dentro del artículo 348 del Código Orgánico General de Procesos,  

recalcando que dicha obligación debe estar contenida en el titulo ejecutivo y deberá 

ser clara, pura, determinada y actualmente exigible.  

El artículo 347 ibídem reza cuales son aquellos títulos ejecutivos:  

“Art. 347.- Títulos ejecutivos. Son títulos ejecutivos siempre que contengan 

obligaciones de dar o hacer: 

1. Declaración de parte hecha con juramento ante una o un juzgador 

competente. 

2. Copia y la compulsa auténticas de las escrituras públicas. 

3. Documentos privados legalmente reconocidos o reconocidos por 

decisión judicial. 

4. Letras de cambio.  

5. Pagarés a la orden.  

6. Testamentos.  

7. Transacción extrajudicial.  

8. Los demás a los que otras leyes otorguen el carácter de títulos 

ejecutivos” (Codigo Organico General de Procesos, 2015). 

 La demanda de igual manera, dentro de este procedimiento, debe reunir y cumplir 

con exactitud lo preceptuado en el artículo 142 del COGEP y por su naturaleza se 
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debe acompañar el título ejecutivo correspondiente, por cuanto la omisión de este 

título tiene como efecto jurídico la inadmisión de la demanda. 

 Para resolver este tipo de procedimientos, el juzgador observará si es que se ha 

cumplido con la obligación controvertida o se han presentado excepciones, ya que de 

no hacerlo, el juez se pronunciará mediante sentencia ordenando que el deudor 

cumpla y cancele la obligación que mantiene, siendo que sobre esta decisión del juez, 

no existirá recurso alguno, pero en caso de realizar una oposición se convocará a una 

audiencia única de dos fases, tal como en el procedimiento sumario. 

2.10.5.5. Proceso Monitorio. 

 El Proceso monitorio tiene como finalidad dar a conocer al demandado de una 

obligación determinada de dinero, líquida, exigible y de plazo vencido, cuyo monto 

no exceda de cincuenta salarios básicos unificados del trabajador en general y que no 

conste en título ejecutivo, conforme así se establece en el artículo 356 del COGEP. 

“Art. 356.- Procedencia. La persona que pretenda cobrar una deuda 

determinada de dinero, líquida, exigible y de plazo vencido, cuyo monto no 

exceda de cincuenta salarios básicos unificados del trabajador en general, que 

no conste en título ejecutivo…” (Codigo Organico General de Procesos, 

2015). 

 La demanda dentro del procedimiento monitorio contendrá los requisitos 

generales del artículo 142 ibídem y adicionalmente se especificará sobre la cantidad 

de la deuda, en conjunto con aquellos documentos que prueben que se adeuda dicha 

cantidad. 

 De igual manera, si el deudor comparece y formula excepciones, el juzgador 

convocará a una audiencia única conforme las reglas del procedimiento sumario, esto 
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es audiencia única de dos fases. Se debe dejar en claro que en este tipo de 

procedimiento no se puede reformar la demanda, ni tampoco se puede plantear 

reconvención alguna. 

2.10.6. Indebida acumulación de pretensiones. 

2.10.6.1. La pretensión. 

 La pretensión es aquel objeto sobre el cual va a versar el litigio y así lo ratifica el 

maestro Devis Echandia, dentro de su libro “teoría general del proceso”, esto es:  

 “Se trata, por tanto, de una declaración o manifestación de voluntad del 

demandante, para perseguir un efecto jurídico a su favor…Objeto de la pretensión es 

lo que se pide en la demanda 114 que en los procesos contenciosos se identifica con 

el objeto de litigio, que no es la cosa material sobre que versa, sino la relación 

jurídica o el derecho material que se persigue y que puede variar respecto de una 

misma cosa (por ejemplo, puede ser el dominio, o la simple tenencia)” (Echandia, 

1985). 

 Por su lado, el artículo 142 numeral 9 del Código Orgánico General de Procesos, 

estipula que el actor debe además de los requisitos señalados dentro del mismo 

articulado, indicar con precisión la pretensión que se exige. Dicha pretensión, según 

el maestro Devis Echandia, tiene dos situaciones: el objeto y la razón:  

 “El objeto de la pretensión lo constituye el determinado efecto jurídico perseguido 

(el derecho o relación jurídica que se pretende o la responsabilidad que se imputa al 

sindicado), y por lo tanto, la tutela jurídica que se reclama” (Echandia, 1985). 

 “La razón de la pretensión es el fundamento que se le da y  y se distingue en razón 

de hecho y de derecho, o sea, el conjunto de hechos que constituyen el relato 

histórico de las circunstancias de donde se cree deducir lo que se pretende y la 
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afirmación de su conformidad con el derecho en virtud de determinadas normas de 

derecho material o sustancial” (Echandia, 1985). 

 De la lectura se infiere que la pretensión debe ser congruente y hace hincapié a su 

propia palabra, esto es, indicar que es lo que el actor pretende al momento de 

presentar su demanda ante el órgano jurisdiccional.  

2.10.6.2. Pretensiones dentro de una demanda.  

 Dentro del artículo 145 del COGEP, el legislador ha señalado que el actor puede 

proponer en un mismo libelo, diversas pretensiones, pero dejando una condición que 

es se cumplan ciertos requisitos establecidos dentro del mismo articulado, siendo 

estos:  

“Art. 145.- Pluralidad de pretensiones. Se puede proponer, en una misma 

demanda, pretensiones diversas, siempre que: 

1. La o el juzgador sea competente para conocer de todas.  

2. Las pretensiones no sean contrarias ni incompatibles entre sí. 3.  

3. Todas las pretensiones se puedan sustanciar por un mismo 

procedimiento” (Codigo Organico General de Procesos, 2015). 

 

 De tal manera, que según la lectura y lo manifestado por el maestro Echandia, se 

llega a la conclusión que se pueden plantear diversas pretensiones, pero siempre y 

cuando estas cumplan con lo determinado en el artículo 145 COGEP, ya que de 

aplicarse lo contrario estaríamos ante una indebida acumulación de pretensión lo que 

daría lugar a la excepción previa contenida en el artículo 153.4 del COGEP. 
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2.10.7. Litispendencia.  

 La litispendencia es una excepción que se interpone cuando existe otro proceso de 

igual condiciones tanto en objeto y partes procesales que todavía no se ha resuelto en 

otra jurisdicción. Así lo determina María Laura Casado dentro de su diccionario 

jurídico:  

 “LITISPENDENCIA: estado litigioso, ante otro juez o tribunal, del asunto o 

cuestión que se pone o intenta poner sub judice. Es motivo para una de las 

excepciones dilatorias que admite la ley” (Casado, 2009). 

 El Maestro Giuseppe Chiovenda, dentro de libro “curso de derecho procesal civil” 

indica que: “La Palabra litispendencia se usa en dos sentidos. El general indica que 

pende una relación procesal con la plenitud de sus efectos, y en sentido más 

restringido, expresa uno de esos efectos: el derecho del demandado de excepcionar la 

litispendencia para impedir que existan al mismo tiempo dos o más relaciones 

procesales sobre el mismo objeto” (Chiovenda , 1999, pág. 346). 

 Consecuentemente quien proponga esta excepción, debe acreditar mediante 

documentación probatoria que existen en otra jurisdicción procesos idénticos, esto 

es, que se encuentra en trámite otro litigio entre las mismas partes procesales con la 

vigencia del Código Orgánico General de Procesos, por lo que los abogados al verse 

en la obligación de litigar de buena fe y con lealtad procesal, deberán acompañar 

dentro de su contestación a la demanda las copias certificadas del otro proceso o en 

su defecto en caso de no ser posible, solicitar ante el juzgador que se remita el 

expediente al juzgado donde se está tratando el litigio. 
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 Como  efecto jurídico se observa que si el juzgador declara la existencia de esta 

excepción, debe acogerla mediante auto interlocutorio conforme lo determina el 

artículo 88 del COGEP, por cuanto es de naturaleza exclusivamente procesal. 

2.10.8. Prescripción. 

 Vale traer a colación, varias nociones de prescripción: 

 “En principio, hay que señalar que prescripción es un medio o modo para el cual, 

en ciertas condiciones, el transcurso del tiempo modifica sustancialmente una 

relación jurídica” (Hinostroza Minguez, 2010). 

 “PRESCRIPCIÓN: acción y efecto de prescribir. Medio de adquirir un derecho o 

de liberarse de una obligación por el transcurso del tiempo” (Casado, 2009). 

 El Dr. Manuel Tama dentro de su libro “Defensa y Excepciones en su 

Procedimiento Civil” transcribe jurisprudencia internacional que es menester 

reproducir:  

 Jurisprudencia Mexicana: “Al oponerse la excepción de prescripción debe 

indicarse la fecha en que empezó a correr el término, por ser elemento constitutivo de 

dicha excepción” (Tama, 2009). 

 Jurisprudencia Española: “La prescripción se produce en sus dos vertientes 

correlativas: extintiva para el comunero que abandonó el ejercicio de su derecho, y 

adquisitiva para el que se mantuvo en la posesión como título único” (Tama, 2009). 

 Jurisprudencia Peruana: “Siendo la prescripción y la caducidad dos instituciones 

no solo distintas excluyentes, por cuanto, mientras la primera, solo extingue la acción 

y, la segunda, no solo extingue la acción sino además el derecho mismo, no es 

procedente aplicar ambas simultáneamente” (Tama, 2009). 
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 Jurisprudencia Argentina: “La prescripción, es una institución de orden público, 

que responde a la necesidad social de no mantener pendientes la relaciones jurídicas 

indefinidamente, poner fin a la indefensión de los derechos y consolidar las 

situaciones creadas por el transcurso del tiempo disipando la incertidumbre” (Tama, 

2009). 

 De tal manera se puede indicar que la prescripción es aquella institución jurídica 

en la cual se puede adquirir las cosas o extinguir acciones y derechos, siendo que así 

lo determina el artículo 2392 del Código Civil.  

“Art. 2392.- Prescripción es un modo de adquirir las cosas ajenas, o de 

extinguir las acciones y derechos ajenos, por haberse poseído las cosas, o no 

haberse ejercido dichas acciones y derechos, durante cierto tiempo, y 

concurriendo los demás requisitos legales. 

Una acción o derecho se dice que prescribe cuando se extingue por la 

prescripción” (Codigo Civil, 2005). 

 Pero para alegar esta prescripción, la misma legislación civil determina que debe 

alegarla, quien quiere beneficiarse de la prescripción, según lo recoge el artículo 

2393 del Código Civil.  

“Art. 2393.- El que quiera aprovecharse de la prescripción debe alegarla. El 

juez no puede declararla de oficio” (Codigo Civil, 2005). 

 En este apartado, la investigación se refiere a la prescripción como medio de 

extinguir las acciones judiciales, en base a lo fundamentado en los artículos 2414, 

2415, 2416, 2421, 2422, 2423 del Código Civil. Por lo tanto, se puede asevera que es 

el demandado quien podrá proponer la excepción de prescripción, cuyo efecto 

jurídico es destruir definitivamente la pretensión del actor interpuesta en el libelo de 
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la demanda, de allí que esta excepción previa tiene ese efecto jurídico debido a que 

se ha extinguido el derecho que se pretende hacer valer y ya no es exigible 

legalmente ante el órgano jurisdiccional.  

2.10.9. Caducidad.  

 La caducidad se produce cuando se extingue la acción que le asiste, por cuanto no 

se ha ejercido durante el tiempo que la misma ley ha fijado.  

El Dr. José García Falconí expresa que: “Caducidad, es una institución por la cual 

un derecho tiene una existencia fija que le da la ley. No se requiere declaración 

previa judicial y el juez bien puede aplicarla de oficio” (Falconi, 2018). 

Por lo tanto, la caducidad se resumen en aquella acción que se extingue con el 

tiempo, esto en base a que el actor no ha ejercido su derecho en el tiempo que la ley 

se lo ha prescrito.  

2.10.10. Cosa Juzgada.  

 Esta excepción se interpone cuando ya existe un juicio con las mismas partes 

procesales, el mismo objeto de la controversia y que ese a su vez ha culminado, es 

decir, el juzgador ya se ha pronunciado y por esta situación jurídica, las partes 

procesales no pueden volver a proponer dicho proceso, por cuanto al momento de 

que el juzgador se pronunció, quedó una sentencia en firme. 

 La Constitución de la República del Ecuador reconoce el principio de cosa juzgad, 

contenida en el artículo 76 numeral 7 literal i.  

 “Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de 

cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes 

garantías básicas: 
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7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 

i) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los 

casos resueltos por la jurisdicción indígena deberán ser considerados para este 

efecto” (Constitucion de la Republica del Ecuador, 2008). 

 Este articulado prevé la no permisibilidad del trámite de un litigio, cuando ya ha 

sido resuelto en un proceso anterior por un órgano jurisdiccional correspondiente.  

2.10.11. Transacción. 

 La transacción es una excepción previa que extingue los derechos y obligaciones 

que las partes procesales, hubiesen renunciado con anterioridad, mismo que se 

encuentra reconocido en los artículos 2348 al 2366 del Código Civil, los mismos que 

tienen como espíritu impedir que se siga con la sustentación del litigio.  

“Art. 2348.- Transacción es un contrato en que las partes terminan 

extrajudicialmente un litigio pendiente, o precaven un litigio eventual. 

No es transacción el acto que sólo consiste en la renuncia de un derecho que 

no se disputa” (Codigo Civil, 2005). 

 Al respecto, el Dr. Manuel Tama transcribe unas jurisprudencias dentro de su 

libro de “defensa y excepciones en el Procedimiento Civil”.  

 Jurisprudencia ecuatoriana: “La transacción es un contrato bilateral, conmutativo, 

principal y consensual; y, tiene el efecto decisorio de cosa juzgada para quienes 

arribaron a ella” (Tama, 2009). 

 Jurisprudencia Española: “La transacción está encaminada a sustituir una relación 

jurídica incierta y puesta en litigio o susceptible de serlo, por otra relación no 

dudosa” (Tama, 2009). 
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 Jurisprudencia Argentina: “Por concesiones reciprocas debe entenderse el 

sacrificio que cada uno de los interesados haga de parte de sus derechos o 

prestensiones, o la prestación que una de ellas realice o se obligue a realizar a favor 

de la otra” (Tama, 2009). 

 En el nuevo sistema procesal ecuatoriano, esta excepción se encuentra 

fundamentada en el artículo 235 del Código Orgánico General de Procesos:  

“Art. 235.- De la transacción. La transacción válidamente celebrada termina 

el proceso y el juez autorizará la conclusión del proceso cuando le sea 

presentada por cualquiera de las partes. 

Tratándose de transacción parcial, se estará a las reglas que sobre la 

conciliación parcial prevé el artículo anterior. 

En caso de incumplimiento del acta transaccional podrá ejecutarse 

forzosamente, según lo dispuesto en el Artículo 363” (Codigo Organico 

General de Procesos, 2015). 

 Por lo tanto, se concluye que la transacción es una institución jurídica que permite 

ponerle fin al proceso, por cuanto ambas partes procesales se han sometido a un 

acuerdo de voluntades y al ser una excepción que se complementa en algo 

meramente procesal, el juzgador debe resolver finalizando el proceso mediante 

sentencia.  

2.10.12. Existencia de convenio, compromiso arbitral o convenio de 

mediación. 

 Este tipo de excepción por lo general siempre constituye un acuerdo extrajudicial, 

en las que ambas partes procesales, por mutuo acuerdo han interpuesto el fin de su 

controversia ante un centro de mediación y arbitraje.  



48 

 

 Es importante recordar que en el arbitraje, las partes se someten a un tercero ajeno 

para que este resuelva mediante una resolución que va a tener carácter obligatorio.  

Aquello está regulado en el artículo 5 de la Ley de Arbitraje y Mediación: 

“Art. 5.- El convenio arbitral es el acuerdo escrito en virtud del cual las partes 

deciden someter a arbitraje todas las controversias o ciertas controversias que 

hayan surgido o puedan surgir entre ellas respecto de una determinada 

relación jurídica, contractual o no contractual” (Ley de Arbitraje y Mediacion 

, 2006). 

El artículo 43 de la misma norma determina el concepto de Mediación:  

“Art. 43.- La mediación es un procedimiento de solución de conflictos por el 

cual las partes, asistidas por un tercero neutral llamado mediador, procuran un 

acuerdo voluntario, que verse sobre materia transigible, de carácter 

extrajudicial y definitivo, que ponga fin al conflicto” (Ley de Arbitraje y 

Mediacion , 2006). 

Referente a la ejecución del laudo, la misma ley expone en su artículo 32 que los 

mismos tienen efecto de sentencia ejecutoriada y de cosa juzgada.  

“Ejecución del laudo Art. 32.- Ejecutoriado el laudo las partes deberán 

cumplirlo de inmediato. Cualquiera de las partes podrá pedir a los jueces 

ordinarios, que ordenen la ejecución del laudo o de las transacciones 

celebradas, presentando una copia certificada del laudo o acta transaccional, 

otorgada por el secretario del tribunal, el director del centro o del árbitro o 

árbitros, respectivamente con la razón de estar ejecutoriada.  

Los laudos arbitrales tienen efecto de sentencia ejecutoriada y de cosa 

juzgada y se ejecutarán del mismo modo que las sentencias de última 
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instancia, siguiendo la vía de apremio, sin que el juez de la ejecución acepte 

excepción alguna, salvo las que se originen con posterioridad a la expedición 

del laudo” (Ley de Arbitraje y Mediacion , 2006). 

 Consecuentemente se puede afirmar que es un medio reconocido por la 

Constitución y el nuevo Proceso Civil, por lo que, en base a dicho reconocimiento y, 

al tener efecto jurídico de sentencia ejecutoria y cosa juzgada, el demandado podrá 

excepcionase con cualquiera de estos mecanismos jurídicos que la ley le faculta, 

siendo este un medio de defensa que tiene el accionado para interponerlo dentro de 

su contestación a la demanda.  

Finalmente, es pertinente acotar que la norma reconoce y determina taxativamente 

que solo se va a interponer las excepciones ante mencionadas, por lo tanto, las únicas 

herramientas jurídicas que tiene el demandado para contestar una demanda en su 

contra, son las contenidas en el artículo 153 del Código Orgánico General de 

Procesos que sin duda alguna son aquellas que el demandado debe hacer su uso para 

destruir la pretensión de la parte actora. 

  

2.11. Evolución de las excepciones en la legislación ecuatoriana. 

Con la vigencia del Código Orgánico General de Procesos, como nueva norma 

procesal, las excepciones sufrieron un cambio conceptual que se mantenía con el ya 

derogado Código de Procedimiento Civil, sin embargo, no está demás realizar una 

comparación sobre cómo se manejaban las excepciones con la anterior Ley y cómo 

son consideradas hoy con el COGEP. 

Las excepciones, con la anterior ley, tenían una clasificación conocida por la 

doctrina, como dilatorias y perentorias, estando determinadas en el artículo 99 del 

Código de Procedimiento Civil.  



50 

 

“Art. 99.- Las excepciones son dilatorias o perentorias. Son dilatorias las que 

tienden a suspender o retardar la resolución de fondo; y perentorias, las que 

extinguen en todo o en parte la pretensión a que se refiere la demanda” 

(Codigo de Procedimiento Civil, 2005). 

 

La misma normas establecía cuales eran dilatorias y cuales eran perentorias, 

conceptos que se encontraban contenidos en los artículos 100 y 101 del Código de 

Procedimiento Civil.  

“Art. 100.- Las dilatorias más comunes son, o relativas al juez, como la de 

incompetencia; o al actor, como la de falta de personería, por incapacidad 

legal o falta de poder; o al demandado, como la de excusión u orden; o al 

modo de pedir, como la de contradicción o incompatibilidad de acciones; o al 

asunto mismo de la demanda, como la que se opone contra una petición hecha 

antes del plazo legal o convencional; o a la causa o al modo de sustanciarla, 

como cuando se pide que se acumulen los autos para no dividir la continencia 

de la causa, o que a ésta se dé otra sustanciación” (Codigo de Procedimiento 

Civil, 2005). 

“Art. 101.- Las excepciones se deducirán en la contestación a la demanda. 

Las perentorias más comunes son: la que tiene por objeto sostener que se ha 

extinguido la obligación por uno de los modos expresados en el Código Civil, 

y la de cosa juzgada” (Codigo de Procedimiento Civil, 2005). 

 

De los conceptos antes descritos, se deduce que las excepciones en el Código de 

Procedimiento Civil, eran clasificadas en dos grupos que en cierta parte tenían como 
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fin retardar la resolución o, en su defecto le ponían fin al proceso y extinguían de 

manera total la pretensión de la parte actora. 

Cabe recalcar que una de las diferencias de las resoluciones de las excepciones 

con la anterior Ley, es que en el Código de Procedimiento Civil, las excepciones se 

resolvían en sentencia, conforme estaba establecido en el artículo 106 del Código de 

Procedimiento Civil. 

“Art. 106.- Las excepciones y la reconvención se discutirán al propio tiempo 

y en la misma forma que la demanda, y serán resueltos en la sentencia” 

(Codigo de Procedimiento Civil, 2005). 

Mientras que en el Código Orgánico General de Procesos, las excepciones se 

resuelven en la audiencia preliminar, en los procesos Ordinarios, pero en los otros 

procedimientos, que contienen una audiencia de dos fases, se resuelven en la primera 

parte, es decir en la fase de saneamiento. 

Por lo expuesto se concluye en que el Código Orgánico General de Procesos, no 

clasifica las excepciones, sino que solo se refiere a las excepciones de manera 

general esto en base al artículo 153 del COGEP, llevando a que el juzgador las 

resuelva en la primera fase de la audiencia, esta evolución tiene como base el nuevo 

orden constitucional vigente y que tiene como directriz principal el Principio de 

oralidad y economía procesal. 

2.12. Resolución de las excepciones. 

Referente a la resolución de las excepciones previas y teniendo en cuenta lo que 

se ha analizado en líneas anteriores con la nueva normativa Procesal, se observa que 

las excepciones se resuelven en la audiencia preliminar, según lo prescribe el artículo 

294 del Código Orgánico General de Procesos, donde se estable que instalada la 

audiencia preliminar, el juzgador solicitará a las partes procesales que se pronuncien 
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referente a las excepciones previas y de considerar el juzgador pertinente, las 

resolverá en la misma audiencia.  

“Art. 294.- Desarrollo. La audiencia preliminar se desarrollará conforme con 

las siguientes reglas: 

1.- Instalada la audiencia, la o el juzgador solicitará a las partes se pronuncien 

sobre las excepciones previas propuestas. De ser pertinente, serán resueltas en 

la misma audiencia” (Codigo Organico General de Procesos, 2015). 

 Dentro del artículo 295 del Código Orgánico General de Procesos, se establece 

con exactitud cómo se deben resolver las excepciones previas. 

“Art. 295.- Resolución de excepciones. Se resolverán conforme con las 

siguientes reglas: 

1.- Si se acepta una excepción previa que no es subsanable, se declarará sin 

lugar la demanda y se ordenará su archivo.  

2.- Si se acepta la excepción de defecto en la forma de proponer la demanda, 

la parte actora subsanará los defectos dentro del término de seis días, 

otorgando a la parte demandada el término de diez días para completar o 

reemplazar su contestación y anunciar prueba, atendiendo las aclaraciones o 

precisiones formuladas. De no hacerlo se tendrá la demanda o la 

reconvención por no presentada.  

3.- Si se aceptan las excepciones de falta de capacidad, de falta de personería 

o de incompleta conformación del litis consorcio se concederá un término de 

diez días para subsanar el defecto, bajo apercibimiento de tener por no 

presentada la demanda y de aplicarse las sanciones pertinentes.  
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4.- Si el asunto es de puro derecho se escuchará las alegaciones de las partes. 

La o el juzgador emitirá su resolución y notificará posteriormente la sentencia 

por escrito. 

Terminados los alegatos, la o el juzgador podrá suspender la audiencia hasta 

que forme su convicción, debiendo reanudarla para emitir su resolución 

mediante pronunciamiento oral de acuerdo con lo previsto en este Código” 

(Codigo Organico General de Procesos, 2015). 

Este artículo circunscribe al juzgador respecto a cómo debe resolver las 

excepciones previas, clasificándola en distintos grupos, esto es, subsanables, no 

subsanables y de puro derecho; cabe recalcar que las excepciones deben ser alegadas 

dentro de la audiencia y de no hacerlo se considerará valido el proceso. 

Lo curioso de este articulado es que da una clasificación de excepciones que el 

artículo 153 ibídem de la misma norma no la hace, es decir que el artículo 295 de 

dicho cuerpo legal, habla de excepciones subsanables, pero dentro del artículo 153 

no se consideran cuáles son las subsanables, por lo que, en el momento en que entró 

en vigencia el Código Orgánico General de Procesos, existió muchas dudas referente 

a cuales consideraban subsanables y no subsanables y como deberían ser resuelta, 

por lo cual, la consulta fue elevada a la Corte Nacional de Justicia, misma que emitió 

una resolución. 

2.13. Resolución Corte Nacional de Justicia 12- 2017. 

La Corte Nacional de Justicia, en el año 2017, un año después de la entrada de 

vigencia del Código Orgánico General de Procesos, emitió una resolución en base a 

la consulta de los distintos juzgadores. 

La Resolución es fundamentada en las atribuciones que la Corte Nacional de 

Justicia tiene, conforme así está determinado en el artículo 178 numeral 1 de la 
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Constitución de la República del Ecuador, en concordancia con el artículo 184 de la 

misma Norma y 180 numeral 6 del Código Orgánico de la Función Judicial, siendo 

que emite la resolución para aclarar la duda respecto a la resolución de excepciones 

en los siguientes términos:  

 1.- Las excepciones previas deben deducirse al momento de contestar la 

demanda, por cuanto así lo determina el artículo 151.1 del Código Orgánico General 

de Procesos, lo cual deja en claro que, bajo el sentido de oportunidad, el demandado 

debe presentar sus excepciones en el momento que contesta la demanda. 

 2.- El Código Orgánico General de Procesos determina en su artículo 294.1 

que el momento procesal para resolver las excepciones, es en la audiencia preliminar, 

por lo tanto dicho articulado prevé que ese es el único momento procesal para 

resolverlas.  

 3.- La resolución de las excepciones se basan en dos sentidos, rechazándolas 

o aceptándolas, a pesar de que el legislador no ha establecido tácitamente si es que 

esa resolución se hace mediante auto interlocutorio o sentencia.  

 4.-  La resolución también establece que cuando se rechacen las excepciones, 

estas deben ser resueltas mediante auto interlocutorio y según establecido en el 

artículo 296.1 del Código Orgánico General de Procesos. 

 5.- La resolución no hace un mayor análisis de las excepciones subsanables, 

por cuanto para la Corte es claro y evidente de que es mediante auto interlocutorio, 

permitiendo inconstitucionalmente una convalidación, por cuanto se vulnera el 

derecho de igualdad, algo que se analizará más adelante.  

 6.- La Corte Nacional de Justicia, mediante su Resolución determina que: 

  a) Las excepciones deben resolverse en la audiencia preliminar.  
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  b) De encontrarse procedente las excepciones previas subsanables se 

resolverá mediante auto interlocutorio. 

  c) Si el juzgador es incompetente debe dictar auto inhibitorio 

conforme al artículo 13 del código Orgánico General de Procesos.  

  d) Si se acepta excepciones en cuestiones exclusivamente procesales, 

debe resolver mediante auto interlocutorio. 

  e) Si aceptan excepciones de cuestión sustancial del proceso deben 

resolverse mediante sentencia.  

Para entender un poco este cuestionamiento que nos ha realizado la Corte 

Nacional de Justicia, lo graficaremos en un cuadro. 

Tabla  # 1 

  

EXCEPCION PREVIA (153 COGEP) 

 

RESOLUCION 

1 Incompetencia de la o el Juzgador. Auto Inhibitorio (Art. 13 COGEP) 

2 Incapacidad de la parte actora o de su 

representante. 

Auto interlocutorio 

3 Falta de legitimación en la causa de la 

parte actora o la parte demandada, cuando 

surja manifiestamente de los propios 

términos de la demanda. 

 

Auto interlocutorio 

4 Error en la forma de proponer la demanda, 

inadecuación del procedimiento o indebida 

acumulación de pretensiones. 

 

Auto interlocutorio 

5 Litispendencia. Sentencia 

6 Prescripción. Sentencia  

7 Caducidad. Sentencia  
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8 Cosa Juzgada. Sentencia 

9 Transacción. Sentencia 

10 Existencia de convenio, compromiso arbitral 

o convenio de mediación. 

Sentencia 

Elaborado Por: Cristhiam Javier Reyes Realpe. 

La resolución emitida por la Corte Nacional de Justicia, aclara la duda solamente 

respecto a la forma que debe resolverse, esto es mediante resolución o mediante auto 

interlocutorio, pero lo que se pretende demostrar dentro de este Proyecto de 

Investigación es que si acaso es constitucional permitir que cuando la parte 

demandada plantea una excepción previa esta sea considerada por el juzgador como 

subsanable y puedan permitir que la parte actora enmiende sus errores, por cuanto a 

criterio de este investigador, el enmendar o subsanar una demanda, ya no sería 

posible por haber concluido aquel momento procesal, esto mediante reforma en 

alguno de los procedimiento, mientras que en otros no puede permitirse reformar la 

demanda.  

2.14. De qué manera la resolución de las excepciones previas subsanables 

afecta el Debido Proceso.  

 Como se ha venido analizado las excepciones previas, siempre han tenido la 

naturaleza de ponerle fin al proceso, pero lo curioso de la nueva normativa procesal, 

esto es, el Código Orgánico General de Procesos, es que es novedoso que se 

consideren excepciones subsanables, según lo que determina el artículo 295 

numerales 2 y 3.  

El artículo 295 ibídem establece lo siguiente:  

Art. 295.- Resolución de excepciones. Se resolverán conforme con las 

siguientes reglas: 
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2. Si se acepta la excepción de defecto en la forma de proponer la demanda, la 

parte actora subsanará los defectos dentro del término de seis días, otorgando 

a la parte demandada el término de diez días para completar o reemplazar su 

contestación y anunciar prueba, atendiendo las aclaraciones o precisiones 

formuladas. De no hacerlo se tendrá la demanda o la reconvención por no 

presentada.  

3. Si se aceptan las excepciones de falta de capacidad, de falta de personería o 

de incompleta conformación del litis consorcio se concederá un término de 

diez días para subsanar el defecto, bajo apercibimiento de tener por no 

presentada la demanda y de aplicarse las sanciones pertinentes” (Codigo 

Organico General de Procesos, 2015). 

Este artículo versa respecto a que las excepciones de defecto en la forma de 

proponer la demanda, falta de capacidad, falta de personería o de incompleta 

conformación de litisconsorcio, son excepciones que el Código Orgánico General de 

Procesos, las considera subsanables, a pesar de que no están calificadas como tal 

dentro del artículo 153, es decir se las considera de esa manera al momento de 

resolver, pero la misma Ley no las determina de forma taxativa como subsanables. 

Pero continuando con el tema, dentro de un análisis anterior se había indicado los 

conceptos de cada excepción y es importante realizar brevemente una 

conceptualización de lo antes detallado, ya que el tema a tratar es en base a la 

resolución que el artículo 295 ibídem determina para cada excepción, por lo que, es 

importante considerar: 

 1.- Defecto en la forma de proponer la demanda es: Cuando falta una 

exigencia de los requisitos formales para poder interponer la demanda ante el órgano 

jurisdiccional.  
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  2.- Falta de capacidad es: Cuando la parte actora no tiene la capacidad legal 

para poder ser parte procesal dentro del litigio, es decir es considerado incapaz por la 

Ley. 

 3.- Falta de personería es: Cuando quien pretende comparecer en un litigio en 

representación de un tercero, no se encuentra facultado para que su intervención sea 

de forma legal, es decir no ha presentado Procuración Judicial o Poder Especial, por 

ejemplo. 

 4.- Incompleta conformación de litisconsorcio es: Cuando hace falta 

demandar aquella persona que se le puede afectar sus derechos dentro del litigio. 

Con lo anteriormente expuesto, se concluye que se ve afectado el debido proceso, 

por cuanto esta norma se contrapone con la Constitución de la República del 

Ecuador, ya que al momento que el demandado presenta sus excepciones y estas se 

resuelven en base al artículo 295 numerales 2 y 3, el demandado se encuentra en 

desventaja, pues existe un nuevo término para que el actor subsane sus errores, los 

mismos que no pudieron haber existido si el juzgador calificara de forma correcta la 

demanda y la haya admitido a trámite en dicho sentido, por lo tanto, desde que se 

concede un nuevo término para el actor, el demandado está en desventaja, ya que el 

espíritu de las excepciones es ponerle fin al proceso y no permitir subsanar algo que 

está mal presentado desde el inicio. 

2.15. Se vulnera la Tutela Judicial efectiva del demandado al momento que la 

Ley permite al actor subsanar las excepciones.  

 Luego de todo lo fundamentado dentro de este capítulo, es claro que al 

demandado se le vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva, la cual no es solo el 

simple hecho de acceder a la justicia de manera gratuita, sino que también consiste 

en que ambas partes procesales, esto es, actor y demandado, se encuentren en igual 
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de condiciones dentro del proceso, por lo tanto le corresponde al juez que en base a 

la Constitución de la República, misma que es garantista de derechos, buscar el 

mecanismo idóneo para precautelar el principio de igualdad en ambas partes 

procesales. 

2.16. Garantías jurisdiccionales que no están siendo consideradas en el 

artículo 295 numerales 2 y 3 del Código Orgánico General de Procesos. 

 Cuando ambas partes procesales acceden al órgano jurisdiccional, se debe respetar 

los derechos y garantías constitucionales tanto del actor como el demandado, lo cual 

se encuentra amparado en la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 

11 numerales 5, 6, 8: 

“Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: 

5. En materia de derechos y garantías constitucionales, las servidoras y 

servidores públicos, administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y 

la interpretación que más favorezcan su efectiva vigencia.  

6. Todos los principios y los derechos son inalienables, irrenunciables, 

indivisibles, interdependientes y de igual jerarquía.  

8. El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a través 

de las normas, la jurisprudencia y las políticas públicas. El Estado generará y 

garantizará las condiciones necesarias para su pleno reconocimiento y 

ejercicio” (Constitucion de la Republica del Ecuador, 2008). 

 La Carta Magna dentro de dicho artículo establece y expresa con exactitud, que 

todo servidor judicial debe aplicar las normas de forma clara y sin causar perjuicios a 

ninguna de las partes procesales. Adicionalmente, el número 8 estipula que el 

contenido de los derechos se van a desarrollar de una manera progresiva, es decir no 

existirá una regresión de derechos, algo que el COGEP dentro del artículo 295 
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numerales 2 y 3 ha plasmado, por cuanto se habla de economía procesal, se habla de 

la oralidad y de tratar de interponer los menores obstáculos en los proceso, no 

obstante, se permite que el actor a pesar de haber precluido su derecho de reformar o 

cambiar cualquier error dentro del libelo de su demanda, lo haga en base al artículo 

295 ibídem, esto es, volver a subsanar o corregir dejando en desigualdad al 

demandado. 

 Dentro del artículo 76 de la Constitución también se determinan las garantías 

constitucionales, las cuales se consideran no han sido tenidas en consideración al 

momento de que el legislador dio paso al artículo 295 del COGEP. 

“Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones 

de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las 

siguientes garantías básicas: 

5. En caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen 

sanciones diferentes para un mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa, aun 

cuando su promulgación sea posterior a la infracción. En caso de duda sobre 

una norma que contenga sanciones, se la aplicará en el sentido más favorable 

a la persona infractora. 

7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 

c) Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones. 

h) Presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se 

crea asistida y replicar los argumentos de las otras partes; presentar pruebas y 

contradecir las que se presenten en su contra” (Constitucion de la Republica 

del Ecuador, 2008). 

Con las garantías constitucionales expresadas, se infiere que el artículo 295 del 

COGEP, obliga indirectamente al que el juzgador violente estas garantías ya 
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expuestas, por cuanto existe un conflicto de norma, que sería el Código Orgánico 

General de Procesos en su artículo 295 y la Constitución de la República del Ecuador 

con su artículo 76, ya que no se cumple con el principio constitucional de derecho a 

la defensa. 

La parte demandada tiene su momento procesal oportuno en la audiencia 

preliminar, específicamente al momento que se resuelven las excepciones, para ser 

escuchado, pero en esa misma actuación procesal, el demandado no se encuentra en 

igualdad de condiciones, ya que al presentar sus argumentos para replicar la 

pretensión de la parte actora e interponer sus excepciones, las cuales obviamente 

deben poner fin al proceso, esto último no ocurre y lamentablemente se permite que 

el actor subsane sus errores, mismos que nunca tuvieron que haber avanzado en el 

proceso. 

2.17. Celeridad procesal al resolver las excepciones subsanables. 

 Conforme a lo investigado, se observa que este principio es de vital importancia, 

por cuanto el juzgador para administrar justicia debe contar con una norma clara y 

eficiente que permita resolver de manera inmediata, indubitablemente sin vulnerar 

los derechos y principios constitucionales de las partes procesales, recordando que la 

carga procesal que se mantiene en cada uno de los juzgados se encuadran en 

características distintas, pero la esencia de la norma debería ser solventar estos 

procesos de manera oportuna y exacta en la decisión del juzgador. 

 2.18. La Seguridad Jurídica al momento de permitir que se subsanen las 

excepciones en base al artículo 295 numerales 2 y 3 del COGEP. 

 La República del Ecuador, desde el año 2008 pasó a ser un Régimen 

Constitucional, por lo tanto, es menester rememorar que la doctrina ha calificado a la 

Constitución de cada nación como la unidad y la parte principal de todo lo que 
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conlleva el Ordenamiento Jurídico y que tanto las partes procesales, como los 

funcionarios judiciales, están en la obligación de respetar sus contenidos, más aun 

como mencionada Constitución que es garantista y es ahí la diferencia que se 

mantiene con el resto de naciones a nivel mundial.  

 La Seguridad Jurídica es una de las Garantías Constitucionales establecidas en 

nuestra norma suprema y que es definida como: 

 Según el Dr. David Gordillo Guzmán, la Seguridad Jurídica: “Proviene del latin 

securitas que se deriva del adjetivo securus, que significa estar seguros de algo y 

libres de cuidados, por consiguiente: La seguridad Jurídica es la garantía que el 

Estado como valor o atributo esencial brinda al ser social, de que su persona, bienes 

y derecho no serán vulnerados y que en caso de hacerlo, le serán protegidos y 

reparados, en la certeza de que su situación jurídica no será modificada sino a través 

de los procedimientos legalmente previstos” (Gordillo Guzman, 2015, pág. 418). 

 José López Oliva citó a Sánchez de la Torre quien a su vez expone que: “La 

Seguridad Jurídica es la certeza que tiene el individuo de la permanencia de su 

situación jurídica y no será modificada sino por procedimientos regulares y 

conductos establecidos de manera previa y clara por el derecho” (Lopez Oliva, 

2011). 

 La seguridad Jurídica se encuentra contenida en el artículo 82 de la Constitución 

de la República del Ecuador: 

“Art. 82.- El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la 

Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y 

aplicadas por las autoridades competentes” (Constitucion de la Republica del 

Ecuador, 2008). 
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 Por lo tanto, el derecho a la seguridad jurídica se ve reflejado y reconocido en el 

ordenamiento jurídico del Ecuador y que tiene como fin que, a través de la norma 

suprema, se respete en las demás normas, los derechos y principios constitucionales, 

según lo recoge el artículo 424 ibídem: 

“Art. 424.- La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre cualquier 

otra del ordenamiento jurídico. Las normas y los actos del poder público 

deberán mantener conformidad con las disposiciones constitucionales; en 

caso contrario carecerán de eficacia jurídica. 

La Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos 

ratificados por el Estado que reconozcan derechos más favorables a los 

contenidos en la Constitución, prevalecerán sobre cualquier otra norma 

jurídica o acto del poder público” (Constitucion de la Republica del Ecuador, 

2008). 

Dentro del siguiente artículo que es el 425 ibídem, a Carta Magna determina el 

Orden Jerárquico de aplicación de normas en el Ecuador:  

“Art. 425.- El orden jerárquico de aplicación de las normas será el siguiente: 

La Constitución; los tratados y convenios internacionales; las leyes orgánicas; 

las leyes ordinarias; las normas regionales y las ordenanzas distritales; los 

decretos y reglamentos; las ordenanzas; los acuerdos y las resoluciones; y los 

demás actos y decisiones de los poderes públicos. 

En caso de conflicto entre normas de distinta jerarquía, la Corte 

Constitucional, las juezas y jueces, autoridades administrativas y servidoras y 

servidores públicos, lo resolverán mediante la aplicación de la norma 

jerárquica superior. 
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La jerarquía normativa considerará, en lo que corresponda, el principio de 

competencia, en especial la titularidad de las competencias exclusivas de los 

gobiernos autónomos descentralizados” (Constitucion de la Republica del 

Ecuador, 2008). 

 Dichos artículos establecen en qué consiste el ordenamiento jurídico del Estado 

ecuatoriano, siendo que en el caso materia de esta investigación, esto es, la 

permisibilidad a la parte actora para que subsane los errores, dejando en estado de 

indefensión a la parte demandada, el juzgador tiene la obligación de aplicar la norma 

suprema, precautelar el derecho a la defensa de la parte demandada y por ende, 

ponerle fin al proceso, por cuanto de los artículos que se han invocado, se verifica 

que en caso de conflicto debe aplicarse la norma jerárquicamente superior, lo cual no 

es algo potestativo, sino que obligatorio por parte del administrador de justicia, 

misma que es responsabilidad de los juzgadores, ya que la Corte Constitucional así lo 

ha señalado en las distintas sentencias emitidas: 

“Mediante un ejercicio de interpretación integral del texto constitucional se 

determina que el derecho a la seguridad jurídica, es el pilar sobre el cual 

asienta la confianza la ciudadanía en cuanto a las actuaciones de los distintos 

poderes públicos, en virtud de aquello, los actos emanados de dichas 

autoridades públicas deben contener una adecuada argumentación respecto al 

tema puesto en su conocimiento, debiendo además ser claros y precisos, 

sujetándose a las atribuciones que le compete a cada órgano” (SENTENCIA 

No.- 131-15-SERP-CC, 2015). 

 El mismo pensamiento tiene el Dr. Julio Cesar Trujillo, dentro de su obra 

Constitucionalismo Contemporáneo, nos indica que: “La Constitución es norma 

jerárquicamente superior a todas las otras normas jurídicas que integran el sistema u 
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ordenamiento jurídico, del respectivo Estado porque, además de regular su forma de 

creación, fija el contenido mínimo y los límites de estas últimas normas, a las que 

llamaré infraconstitucionales” (Cesar Trujillo, 2013, pág. 186). 

En base a lo determinado por la Corte Constitucional, en concordancia con la 

Constitución de la República del Ecuador y conceptos de ciertos tratadistas, se 

concluye en que no existe seguridad jurídica en dicha norma, por las siguientes 

razones:  

1.- El permitir que subsane, deja en indefensión al demandado, ya que es el 

momento procesal oportuno para desvirtuar y atacar todo el proceso.  

2.- El artículo 295 numerales 2 y 3 no es una norma clara, por cuanto al 

determinar un tiempo para subsanar, conlleva que indirectamente el actor 

REFORME su demanda, algo que al momento de la Audiencia Preliminar, ya es 

imposible hacerlo. 

3.- No puede ser una excepción a la norma el poder reformar, por cuanto la 

ley no lo indica taxativamente, por tanto mal podría subsanarse y proseguir con el 

proceso.  

4.- Ambos numerales 2 y 3 conllevan a que si no se subsana se tendrá como 

no presentada la demanda o reconvención, algo que violenta la economía procesal y 

deja en indefensión al demandado, ya que desde ya, la norma obliga a que el 

juzgador este parcializado. 

2.19. Derecho a un juicio equitativo y principio de contracción. 

 El tener un juicio equitativo se encuentra determinado en los distintos Convenios 

Internacionales ratificados por la República del Ecuador, siendo que este derecho a 

un juicio equitativo, se lo resume en el principio de contradicción que es inherente a 
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las partes procesales, quienes tienen derecho a la defensa, según lo contemplado en el 

artículo 76 numeral 7 de la Constitución de la República del Ecuador. 

 Este principio de contradicción se basa en que al momento que se litiga, existe 

una controversia entre dos partes que se encuentran compuestas por el actor y el 

demandado, lo que obliga a que el juzgador debe decidir teniendo en cuenta los 

Convenios Internaciones de Derecho Humanos y la Constitución de la República del 

Ecuador. 

Respecto a este principio, el Dr. David Gordillo Guzmán expone: 

 “El Principio de Contradicción exige que ambas partes puedan tener los mismos 

derechos de ser escuchados y de practicar pruebas, con la finalidad de que ninguna 

de las partes se encuentre indefensa frente a la otra. Requiere de una igualdad” 

(Gordillo Guzman, 2015, pág. 367). 

 Este principio de contradicción se encuentra también contenido en la Convención 

Americana sobre los Derechos Humanos, específicamente en el Pacto de San José de 

Costa Rica, artículo 8 numeral 1. 

“ARTICULO 8.- GARANTIAS JUDICIALES. 

1.- Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro 

de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 

imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 

cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de 

sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier 

carácter” (Convencion Americana sobre Derechos Humanos, 1969). 

Por lo tanto, se observa que al momento que se resuelven las excepciones 

subsanables en base a lo determinado en el artículo 295 numerales 2 y 3 del Código 

Orgánico General de Procesos, se violenta este principio, por cuanto, el demandado 
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justifica, con las pruebas, de que el juicio que se le está interponiendo, tiene vicios y 

carecen de eficacia y por ende, la norma debería permitir que inmediatamente el 

juzgador ordene el archivo, dejando a salvo el derecho de volver a presentar la 

demanda de manera correcta.  

2.20. El Litisconsorcio y la Sentencia Inhibitoria. 

El Código Orgánico General de Procesos hace referencia en el artículo 295 

numeral 3 sobre el litisconsorcio, algo que no se toma en consideración en el artículo 

153, por cuanto no se encuentra de manera taxativa, pero la Corte Nacional de 

Justicia dentro de la Resolución que se analizó en líneas anteriores, ha establecido 

que corresponde a la excepción previa del 153 numeral 3.  

El Dr. Manuel Tama expresa que: “La regla general es que una sola persona 

deduzca una acción en contra de otra persona. Por excepción suele suceder que en un 

juicio pueden intervenir varias personas en calidad de demandantes o de 

demandados” (Tama, 2009, pág. 579). 

 Por su parte, el litisconsorcio se encuentra contenido en el Capítulo V artículo 51 

del Código Orgánico General de Proceso: 

“Art. 51.- Litisconsorcio. Dos o más personas pueden litigar en un mismo 

proceso en forma conjunta, activa o pasivamente, cuando sus pretensiones 

sean conexas por su causa u objeto o cuando la sentencia que se expida con 

respecto a una podría afectar a la otra” (Codigo Organico General de 

Procesos, 2015). 

La doctrina también ha calificado que existen 3 tipos de litisconsorcio, los cuales 

son: activo, pasivo y mixto. Mismos que según el Dr. Tama, tienen los siguientes 

significados.  

1. El litisconsorcio activo.- Es cuando hay pluralidad de demandantes. 
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2. El litisconsorcio pasivo.- Es cuando existen los codemandados.  

3. El litisconsorcio mixto.- Cuando hay varios demandantes y varios 

demandados en el mismo juicio” (Tama, 2009, pág. 579). 

 Por lo tanto, se puede alegar que la norma al referirse a la incompleta 

conformación de litisconsorcio, se está refiriendo a que no se encuentra de manera 

correcta conformada la traba de la Litis con las partes procesales a las cuales se les 

puede afectar algún derecho al momento de dictar el fallo judicial. 

 Esta falta de conformación de litisconsorcio es considerada como una causal para 

que el juez dicte una sentencia inhibitoria, es decir que el juzgador no se puede 

pronunciar sobre el fondo, ya que deben exister las partes procesales, sea 

demandante o demandado, para que la sentencia surja el efecto esperado entre ambas 

partes procesales. 

 De esta conceptualización se ha pronunciado también jueces dentro de los 

siguientes fallos y a su vez han nombrado a tratadistas donde se llega a la conclusión 

de que se debe dictar una sentencia inhibitoria. 

El Dr. Patricio M. Buteler explica: “ya se ha visto que la sentencia es un acto de 

creación jurídica al cual se llega después de un proceso de partes. Esta característica 

bilateral contenciosa del proceso que precede y condiciona la creación judicial del 

derecho, ha llevado a la tan difundida doctrina de la relación procesal, en la que 

interviene el Juez, el actor y el demandado. Sin embargo este esquema trilógico, 

aunque su simplicidad sea el que más frecuentemente se da en la práctica no se 

presenta necesariamente con esa nitidez. En efecto no se presenta una sola persona, 

el actor frente a otra igualmente, sola el demandado. Es posible que varios demanden 

a uno, o que una persona dirija sus acciones contra otras o, finalmente que varias lo 

hagan contra varias. A estas posibilidades procesales corresponden el Litis consorcio 
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activo, pasivo y mixto, respectivamente. Se define el Litis consorcio como el estado 

entre varias personas que ocupan una misma posición en el proceso, cuyas relaciones 

reciprocas regula. Ese estado puede existir ab-initio por acumulación objetiva propia 

e impropia; o surgir ya sea de la intervención de un tercerista coadyuvante, ya de la 

acumulación de autos, ya por fallecimiento de uno de los litigantes dejando varios 

herederos, etc. El estudio de las facultades y deberes de cada uno de los 

Litisconsortes, pertenece a la teoría del proceso Litisconsorcial. Se admite 

generalmente que aquellos actúan independientemente los unos de los otros, de tal 

manera que los actos de unos ni aprovechan ni perjudican a los restantes Litis 

consortes. Se señalan algunas excepciones a ese  principio, como cuando se ha 

originado en una acumulación subjetiva necesaria, o en ciertas acciones de estado, o 

en las de simulación o nulidad de un acto jurídico, en el que la Litis debe integrarse 

con todas las personas que han de resultar afectadas por el pronunciamiento. En estos 

casos las partes no son autónomas, sino que los actos de una benefician o perjudican 

a otras según las disposiciones de las leyes sustantivas. Esto se aplica porque no 

puede haber más de una sentencia para todos los litisconsortes y así, por ejemplo, 

aunque uno de ellos hubiere consentido la sentencia, esta no produce los efectos de 

cosa juzgada, sino cuando lo  fuere con todos los Litis consortes, de tal manera que 

basta que uno de ellos haya interpuesto recurso de apelación para que la sentencia se 

considere recurrida respecto de todos, (DR. Patricio M. Buteler, Enciclopedia 

Jurídica OMEBA Tomo XII, PP 517, 518, editorial Bibliográfica Argentina S.R.L., 

Buenos Aires, 1964)” (SENTENCIA 09330-2014-0362, 2016). 

“Lo anterior significa que la falta de integración adecuada del litis consorcio 

necesario, nunca causa nulidad del proceso, sino motivo de sentencia inhibitoria 
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(Devis Echandía, Teoría General de Proceso PP. 258 y 318, Editorial Universal  

S.R.L, Buenos Aires, 1007)” (SENTENCIA 09330-2014-0362, 2016). 

   De lo anteriormente manifestado es menester indicar que bajo ningún concepto 

el juzgador podría pronunciarse acerca de la excepción de incompleta conformación 

de litisconsorcio, por cuanto es causal de sentencia inhibitoria y mal podría 

subsanarse en base al artículo 295 numeral 3, ya que causaría estado de indefensión 

para una de las partes procesales. 

   2.21.Efecto Jurídico de resolver las excepciones en base al artículo 295 

numerales 2 y 3 en los distintos procesos contenidos en el COGEP.  

 Es importante hacer un análisis del efecto jurídico que produce el resolver las 

excepciones en los distintos procedimientos, teniendo en cuenta que se ha analizado 

que las excepciones subsanables conceden un término correspondiente para 

subsanarlas, pero como se ha expuesto, el subsanar tiene que ver con reformar, ya 

que se cambia la naturaleza de lo que inicialmente contenía la demanda y al permitir 

que sea subsanable se estaría reformando la demanda, lo cual no es permisible en 

todos los procedimientos contemplados en el Código Orgánico General de Procesos. 

2.22. Resolución de excepciones Procedimiento Ordinario.-  

Como ya se ha indicado, el Procedimiento Ordinario se plantea sobre aquellas 

pretensiones que no tienen previsto un trámite especial para su sustanciación, siendo 

que en el caso materia de esta investigación, es necesario indicar que en ninguna 

parte del Capítulo I que trata del Procedimiento Ordinario, se hace alusión a la 

reforma a la demanda, entendiéndose que se debe remitir al artículo 148 del COGEP, 

el cual expresa que la demanda se puede reformar hasta antes de la contestación y si 

después de contestada existen hechos nuevos, se puede reformar hasta la audiencia 

preliminar.  
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 “Art. 148.- Reforma de la demanda. La demanda podrá reformarse hasta antes de 

la contestación por parte de la o del demandado. Si después de contestada sobreviene 

un hecho nuevo, podrá reformarse hasta antes de la audiencia preliminar. 

 La o el juzgador cuidará que la o el demandado pueda ejercer su derecho de 

contradicción y prueba” (Codigo Organico General de Procesos, 2015). 

 Citando un ejemplo: A demanda a C una Prescripción Extraordinaria Adquisitiva 

de Dominio y se presenta con el siguiente enfoque jurídico:  

1. Dentro del libelo de la demanda en sus fundamentos de hecho, alega 

un amparo posesorio y en su pretensión determina que solicita la prescripción. 

2. Si quien demanda la prescripción es una persona que tiene una 

incapacidad intelectual.  

3. Si quien demanda la prescripción  no ordena que se cite a quien 

supuestamente es del dueño de dicho terreno, sino que solo demanda al GAD 

Municipal.  

Siguiendo con el ejemplo, si el demandado presenta las excepciones del artículo 295 

numerales 2 y 3 que son: defecto en la forma de proponer la demanda, falta de 

capacidad e incompleta conformación de litisconsorcio, ¿cómo tendría que resolver 

el juzgador? 

1. Dentro de este primer escenario, mal podría la norma permitir que se 

subsane, primero por cuanto al cambiar su fundamento de hecho o su pretensión 

por la incongruencia de la demanda, indirectamente el actor al momento que la 

Ley le concede este término, estaría reformando la misma y de lo investigado, se 

ha podido analizar que se puede reformar la demanda hasta antes de la 

contestación y hasta antes de la Audiencia Preliminar, por lo que, la duda que 

nace es cómo puede subsanar el actor algo, cuando su derecho ya ha precluido, 
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por cuanto las excepciones se resuelven una vez instalada la audiencia preliminar 

y al permitir la norma que esto subsane, es claro y evidente que se está dejando en 

total indefensión a la parte demandada, ya que no se encuentra en igualdad de 

condiciones, puesto que el fin que persigue el demandado, es ponerle fin al 

proceso, mas no que se subsane y seguir en el litigio. 

2. En este segundo escenario, quien demanda es alguien que no tiene la 

capacidad legal de hacerlo y que necesita de un tutor para que lo represente, por lo 

que, en caso de que el demandado presente esta excepción, qué debería resolver el 

juez, ¿declarar la nulidad de todo lo actuado?, ¿cómo ingresaría ese Tutor o 

curador en el litigio, no sería reformando la demanda? 

3. Este tercer escenario es algo muy delicado, por cuanto se trata de una 

incompleta conformación del litisconsorcio, que tiene como efecto jurídico, en 

caso de que el juicio prosiga con este error, una sentencia inhibitoria, es decir no 

pronunciarse de fondo por cuanto se puede perjudicar un derecho de quien falta en 

ese litigio, por lo tanto el juzgador debería ordenar el archivo de la demanda al 

momento que se presenta esta excepción, pero la norma no se lo permite, así como 

la norma tampoco indica en qué casos se puede emitir una sentencia inhibitoria, 

incluso el litisconsorcio no está de manera taxativa en el artículo 153 del COGEP.  

Es importante realizar este análisis por cuanto en este proceso, no se puede 

reformar la demanda sino antes de la Audiencia Preliminar y mal podría la norma 

violentar el derecho de igualdad procesal. 

2.23. Resolución de Excepciones en el Procedimiento Sumario. 

 El Procedimiento Sumario es aquel procedimiento en el cual sus acciones se 

pueden resolver en el menor tiempo y aquellas que son ordenadas por la Ley. 
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Se propone un ejemplo para mayor comprensión: A demanda a C un Amparo 

Posesorio y se presenta el siguiente escenario jurídico.  

1. Dentro del libelo de la demanda en sus fundamentos de hecho habla 

de un amparo posesorio y en su pretensión determina que solicita la prescripción. 

2. Si quien demanda el amparo posesorio es una persona que tiene una 

incapacidad intelectual. 

3. Si quien demanda la prescripción no ordena que se cite a quien 

supuestamente es del dueño de dicho terreno, sino que solo demandada al GAD 

Municipal.  

Dentro de estos escenarios, la norma debería indicarle al juzgador que se archive 

la demanda, dejando a salvo el poder presentarla nuevamente de manera correcta, por 

cuanto al permitir que se subsane las excepciones, estaría primero reformando a la 

demanda y esto es contraproducente con lo determinado en el artículo 333 numeral 1, 

que indica taxativamente que no procede la reforma a la demanda, de tal manera que 

mal se podría reformar la demanda. 

“Art. 333.- Procedimiento. El procedimiento sumario se rige por las 

siguientes reglas: 

1.- No procede la reforma de la demanda” (Codigo Organico General de 

Procesos, 2015). 

2.24. Resolución de excepciones en Procedimiento Voluntario. 

 Este procedimiento va dirigido a aquellas acciones que no pretenden tener 

oposición.  

Se indica un ejemplo para mayor análisis: A demanda a C una acción de 

Rendición de Cuentas y se presenta el siguiente panorama jurídico. 
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1. Quien demanda el inventario, no es el dueño de los bienes inmuebles o cosas 

sobre las que sobre se solicita la acción de inventario. 

2. Dentro de la solicitud de inventario se narran otros hechos distintos a la 

pretensión, es decir solicita daños y perjuicios.  

3. Si citan a otra persona que no es responsable de llevar el correspondiente 

inventario. 

 De igual manera, el procedimiento voluntario no posee un artículo específico 

sobre si procede o no la reforma a la demanda, porque el espíritu y naturaleza del 

procedimiento voluntario es que no exista oposición y en caso de presentarse una 

excepción previa, esto pasaría ante el mismo Juzgador a sustanciarse como 

procedimiento sumario, en base a lo determinado en el artículo 346 del Código 

Orgánico General de Procesos. 

“Art. 346.- Oposición al inventario. Cualquier observación u objeción al 

inventario, negativa de terceros a permitir el examen y tasación será 

considerada como oposición. 

La oposición se sustanciará por la misma o el mismo juzgador que dispuso la 

formación del inventario en proceso sumario. La o el juzgador podrá aprobar 

el inventario en la parte no objetada” (Codigo Organico General de Procesos, 

2015). 

2.25. Resolución de Excepciones en Procedimiento Monitorio.- 

El procedimiento monitorio es un procedimiento que se basa en que la parte 

actora pretende cobrar una deuda determinada en dinero, que no conste en título 

ejecutivo y que no supere los 50 salarios básicos unificados del trabajador. 
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 En caso de que se presenten excepciones subsanables, se mantiene la misma línea 

jurídica, esto es considerarse como reforma, pero en el artículo 359 último inciso se 

expresa de manera taxativa que no procede la reforma en este tipo de procedimiento. 

“Art. 359.- Oposición a la demanda. Si la parte demandada comparece y 

formula excepciones, la o el juzgador convocará a audiencia única, con dos 

fases, la primera de saneamiento, fijación de los puntos en debate y 

conciliación y la segunda, de prueba y alegatos. Si no hay acuerdo o este es 

parcial, en la misma audiencia dispondrá se practiquen las pruebas 

anunciadas, luego de lo cual, oirá los alegatos de las partes y en la misma 

diligencia dictará sentencia, contra la cual solo caben la ampliación, 

aclaración y el recurso de apelación. 

En este proceso no procede la reforma a la demanda, ni la reconvención” 

(Codigo Organico General de Procesos, 2015). 

 

Dentro de este análisis, se concluye en que este tipo de errores en la demanda, 

nunca deben suceder, por cuanto al estar en un nuevo régimen Constitucional, el 

juzgador debe percatarse y garantizar el derecho de ambas partes procesales, esto en 

que debe precautelar que toda demanda cumpla con lo determinado en el artículo 

142, 143, 146 del Código Orgánico General de Procesos y de esta manera se evitaría 

este tipo de vulneraciones de derecho. Claro está que la norma es la que conlleva al 

juzgador a cometer estos errores, ya que existe una norma contraproducente con la 

Constitución de la República del Ecuador y es claro que deja en desventaja procesal 

al demandado, por cuanto, no es efectiva la herramienta jurídica con la que cuenta el 

demandado, en este caso las excepciones previas, contempladas en el artículo 153 del 

COGEP.   
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3. Marco Conceptual 

3.1. Ley.- 

Para el maestro Chiovenda, la ley es: “La manifestación de la voluntad colectiva 

dirigida a regular la actividad de los ciudadanos o de los órganos públicos” 

(Chiovenda , 1999, pág. 1). 

 

3.2. Legalidad.- 

 La Legalidad es cuando una norma se aplica acorde a todas las directrices y 

principios Constitucionales de la Ley Suprema de cada Nación, siendo que en el caso 

de la Constitución de la República del Ecuador, los legisladores deben basarse en los 

Principios y directrices de dicha norma para poder promulgar una Ley que asegure 

este principio. 

 Para Cabanellas es: “Calidad de legal o proveniente de la ley. Legitimidad. 

Licitud. Régimen político fundamental de un Estado; especialmente el establecido 

por su Constitución” (Cabanella, 2008). 

 

3.3. Principios Constitucionales.- 

Los principios constitucionales para el Dr. David Gordillo Guzmán, en su libro 

“Manuel Teórico Práctico de Derecho Constitucional”, determina que:  

 “Principio es una premisa constitucional básica que regula el funcionamiento 

coherente y equilibrado de la estructura de una constitución… Los principios 

Constitucionales se definen como aquellos que se derivan de los valores superiores, 

en cuanto a su especificación, que vienen reconocidos en el ámbito de las normas 

constitucionales” (Gordillo Guzman, 2015, pág. 361). 
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 Para Ramiro Ávila Santamaría, en su obra Nuevas instituciones en el Derecho 

Constitucional Ecuatoriano, indica que:  

 “Los principios se refieren a los derechos y a la organización del Estado, los 

encontramos tanto en la Constitución como en el resto del sistema jurídico, ya 

normas internacionales ya normas infra constitucionales” (Avila Santamaria, 2009, 

pág. 29). 

 Principio Constitucional para Ermo Quisbert “Regla básica que guía el 

funcionamiento coherente y equilibrado de la estructura de una Constitución formal 

de un Estado determinado” (Quisbert, 2006). 

 La  Constitución de la República del Ecuador acoge estos principios, mismos 

que deben ser reconocidos para todos los ciudadanos y que no pueden ser 

vulnerados, ya que todos estos principios son fundamentales, tanto para el ciudadano 

como para la Constitución del Ecuador y deben ser respetados de forma íntegra. 

3.4. El Debido Proceso.-  

El debido proceso es un principio constitucional, que conforme se ha investigado, 

se fundamenta en el artículo 76 de la Constitución de la República del Ecuador.  

 Pero para el Dr. Rubén Moran Sarmiento dentro de su obra Derecho Procesal 

Civil Practico y el Código Orgánico General de Procesos, determina que el Debido 

Proceso es:  

“Un principio general del derecho; derecho fundamental de la persona con que el 

ordenamiento jurídico en su conjunto, asegura, protege y en general tutela los 

derechos fundamentales del individuo” (Moran Sarmiento, 2016, pág. 61). 
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3.5. Demanda.-  

 “Toda petición formulada ante el Poder Judicial. Es el acto procesal que, sujeto a 

requisitos específicos, concreta el acceso del justiciable en la jurisdicción, 

promoviendo un proceso y requiriendo una resolución judicial respecto de las 

pretensiones que en ella se formulan.u Presentación formal que el actor hace al 

tribunal para que se pronuncie sobre la acción y las pretensiones que está 

ejercitando” (Casado, 2009, pág. 264). 

3.6. Ley Procesal.-  

 “Se llama así a la ley reguladora de los modos y condiciones de la actuación de la 

ley en el proceso, así como la de la relación jurídico – procesal” (Chiovenda , 1999, 

pág. 39). 

 

3.7. Excepciones.-  

 Para Couture, el significado de excepciones es: “el poder jurídico que se halla 

investido el demandado, que le habilita para oponerse a la acción promovida contra 

él”. (Couture, 1958). 

4. MARCO LEGAL 

 Este apartado de este trabajo de investigación está enfocado a la normativa 

jurídica actual de la República del Ecuador, siendo que de esta manera se asevera que 

todo lo que se ha manifestado en líneas anteriores, tiene su fundamento legal en base 

al ordenamiento jurídico ecuatoriano. 

 Se procederá a citar algunas normas jurídicas, incluyendo los Convenios 

Internacionales, que dan una fundamentación a lo anteriormente expuesto, para dejar 

en clara que existe la vulneración al debido proceso y por lo tanto el demandado no 

está en igual de condiciones. 
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a. Constitución de la República del Ecuador.-  

 Como es de conocimiento de todos, la Constitución de la República del Ecuador, 

es la Norma Suprema y así se ha detallado en líneas anteriores, por lo tanto todo nace 

del artículo 76 numeral 1 y 7 literal C y H. 

Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de 

cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las 

siguientes garantías básicas: 

1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el 

cumplimiento de las normas y los derechos de las partes. 

7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 

c) Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones. 

h) Presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se 

crea asistida y replicar los argumentos de las otras partes; presentar pruebas y 

contradecir las que se presenten en su contra” (Constitucion de la Republica 

del Ecuador, 2008). 

 Esta investigación ha comenzado por la Constitución de la República del Ecuador, 

por cuanto a partir del año 2008, el país ingresó a un régimen Constitucionalista, por 

lo que se considera que ahora están en vigencia los derechos fundamentales y 

principios constitucionales sobre la Ley, dando a la Constitución una característica 

extremadamente garantista, por lo tanto no pone en consideración la condiciones 

económicas, culturales, sociales, etc., sino que garantiza que todos los ecuatorianos 

tienen derecho a una defensa plena y eficaz. 

b. Declaración Universal de los Derechos Humanos. 

 Dentro de la Declaración Universal de los Derechos Humanos se garantiza el 

derecho a la defensa e igualdad de condiciones de las partes procesales cuando entran 
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en litigio. Esta fue adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 

217 A (III), de 10 de diciembre de 1948. 

“Artículo 8 Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los 

tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 

derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley. 

Artículo 10.-  Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, 

a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e 

imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el 

examen de cualquier acusación contra ella en materia penal” (Declaracion 

Universal de Derechos Humanos). 

c. Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

 De igual forma, la Convención América de Derechos Humanos, conmina a que 

los Estados, garanticen que las partes procesales se encuentren en igualdad de 

condiciones. 

“Artículo 8.- Garantías Judiciales 

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro 

de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 

imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 

cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de 

sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro 

carácter” (Convencion Americana sobre Derechos Humanos, 1969). 

4.4. Legislación Comparada.-  

4.4.1. Las Excepciones Previas en el Código Procesal Uruguayo. 

 El Código Orgánico General de Procesos, en la República del Ecuador, entro en 

vigencia a partir del año 2016, siendo que tomó como modelo el sistema judicial de 
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la República Oriental de Uruguay, país que tiene experiencia de más de 25 años en 

temas de oralidad y así lo indicaba en una entrevista la Dra. Niza Salvo a diario el 

Telégrafo, indicando textualmente: 

 “El propósito es tratar de trasmitir nuestros conocimientos para que en base a las 

pautas que hemos tenido, Ecuador haga su propio curso de formación” (Salvo, 2015) 

 Por lo que reproducimos lo que indica el COGEP Uruguayo respecto a las 

excepciones previas. 

“Artículo 133. - Excepciones previas 

El demandado puede plantear como excepciones previas:  

1.- La incompetencia del tribunal;  

2.- La litispendencia;  

3.- El defecto en el modo de proponer la demanda, la inadecuación del trámite 

dado a la misma o la indebida acumulación de pretensiones;  

4.- La incapacidad del actor o de su representante o la falta de personería de 

este último;  

5.- La prestación de caución en el caso de procuración oficiosa (artículo 41);  

6.- El emplazamiento de terceros en los casos en que, según la ley, 

corresponde su llamamiento al proceso; 

7.- La prescripción o la caducidad;  

8.- La cosa juzgada o la transacción;  

9.- La falta de legitimación o interés, cuando surja manifiestamente de los 

propios términos de la demanda.  

El tribunal relevará de oficio la incompetencia absoluta, la litispendencia, la 

falta de representación, la incapacidad declarada del actor o de su 

representante, la caducidad, la cosa juzgada y la transacción.  
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El Art. 322 de la Ley Nº 16.226, de 26/10/1991, dispone lo siguiente: “La 

incompetencia por razón de materia excepto la penal, solamente podrá ser 

invocada de oficio o a petición de parte, antes o durante la audiencia 

preliminar. Celebrada la misma precluye toda posibilidad de plantearla y el 

órgano jurisdiccional continuará entendiendo en el asunto hasta su 

finalización, sin que ello cauce nulidad” (Codigo General de Procesos - 

Uruguay).  

“Artículo 342. - Resoluciones dictadas en la audiencia 

342.1 Las resoluciones dictadas en el curso de la audiencia admiten recurso 

de reposición, el que deberá proponerse en la propia audiencia y decidirse en 

forma inmediata por el tribunal (artículo 246). 

342.2 La sentencia interlocutoria que resuelve las excepciones, admite el 

recurso de apelación con efecto diferido, conforme con lo dispuesto por el 

artículo 251.3. 

Pero la sentencia interlocutoria que se pronuncie sobre las excepciones 

previstas en los numerales 1º, 7º y 8º del artículo 133, así como toda otra que 

obste a la prosecución del proceso, admitirá recurso de apelación con efecto 

suspensivo, que deberá anunciarse en la propia audiencia e interponerse 

conforme con lo dispuesto en el artículo 254, numeral 2º. 

342.3 Si la sentencia interlocutoria acoge la excepción de litispendencia, 

ordenará el archivo del expediente. 

Si acoge la excepción de defecto legal, la parte subsanará los defectos en la 

propia audiencia, de lo cual se dejará constancia en acta resumida y se 

continuará con el acto, otorgándose al demandado oportunidad para 
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complementar su contestación, atendidas las aclaraciones o precisiones 

formuladas por el actor. 

Si acoge las excepciones de falta de capacidad o de personería, se otorgará un 

plazo de diez días para subsanar el defecto, bajo apercibimiento de tener por 

no presentada la demanda. 

Si se dispone la citación de un tercero, se procederá a su emplazamiento 

conforme a derecho. 

En estos dos últimos casos, se suspenderá la audiencia a sus efectos. 

342.4 Se dictará una sola sentencia, la cual decidirá todas las excepciones 

previas saneando el proceso, salvo que el tribunal se declare incompetente, en 

cuyo caso no resolverá otras cuestiones. 

342.5 Resueltas todas esas cuestiones, se pasará a recibir la prueba, total o 

parcialmente y a disponer, cuando ello sea necesario, una audiencia 

complementaria” (Codigo General de Procesos - Uruguay). 

    4.4.2. Las Excepciones Previas en el Código Procesal Argentino. 

 El Código Procesal y Comercial de la Nación, promulgado en el año de 1967, es 

la Ley que determina como debe ser la parte procedimental dentro de los litigios en 

la Nación Argentina.  

 Referente al tema de las excepciones previas, se encuentran en los siguientes 

artículos:    

“Artículo 346: Forma de deducirlas. Plazo y efectos. Las excepciones que se 

mencionan en el artículo siguiente se opondrán únicamente como de previo y 

especial pronunciamiento en un solo escrito juntamente con la contestación 

de demanda o la reconvención.  
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El rebelde sólo podrá oponer la prescripción con posterioridad siempre que 

justifique haber incurrido en rebeldía por causas que no hayan estado a su 

alcance superar.  

En los casos en que la obligación de comparecer surgiere con posterioridad al 

plazo acordado al demandado o reconvenido para contestar, podrá oponerla 

en su primera presentación.  

Si se dedujere como excepción, se resolverá como previa si la cuestión fuere 

de puro derecho.  

La oposición de excepciones no suspende el plazo para contestar la demanda 

o la reconvención, en su caso, salvo si se tratare de las de falta de personería, 

defecto legal o arraigo” (Código Procesal Civil y Comercial de la Nacion, 

1967). 

“Artículo 350: Planteamiento de las excepciones y traslado. Con el escrito en 

que se propusieren las excepciones, se agregará toda la prueba instrumental y 

se ofrecerá la restante. De todo ello se dará traslado al actor, quien deberá 

cumplir con idéntico requisito” (Código Procesal Civil y Comercial de la 

Nacion, 1967). 

“Artículo 354: Efectos de la admisión de las excepciones. Una vez firme la 

resolución que declare procedentes las excepciones previas se procederá:  

1.- A remitir el expediente al tribunal considerado competente, si perteneciere 

a la jurisdicción nacional. En caso contrario, se archivará.  

2.- A ordenar el archivo si se tratase de cosa juzgada, falta de legitimación 

manifiesta, prescripción o de las previstas en el inc. 8 del art. 347, salvo, en 

este último caso, cuando sólo correspondiere la suspensión del procedimiento.  
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3.- A remitirlo al tribunal donde tramite el otro proceso si la litispendencia 

fuese por conexidad. Si ambos procesos fueren idénticos, se ordenará el 

archivo del iniciado con posterioridad. 

4.- A fijar el plazo dentro del cual deben subsanarse los defectos o arraigar, 

según se trate de las contempladas en los incisos 2 y 5 del art. 347, o en el art. 

348. En este último caso se fijará también el monto de la caución. 

Vencido el plazo sin que el actor cumpla lo resuelto se lo tendrá por desistido 

del proceso, imponiéndosele las costas” (Código Procesal Civil y Comercial 

de la Nacion, 1967). 

Como se ha indicado, el Estado ecuatoriano, mediante la Asamblea Nacional, 

conformada por sus legisladores, escogieron como modelo el Código Orgánico 

General de Procesos de la República Oriental del Uruguay, pero lamentablemente los 

legisladores obviaron realizar una valoración dogmática más profunda y respetar los 

principios consagrados en la Constitución, ya que no se percataron de los graves 

errores que no solamente existen con nuestro tema sino con muchos temas más.  

Hay que recordar que la República del Ecuador está bajo un Régimen 

Constitucionalistas, es decir que prevalecen los derechos de las personas, obviamente 

reconocidos por la Norma Suprema, sobre las demás Leyes sean Ordinarias, 

Orgánicas, etc. Por lo tanto, al encontrarse en este Régimen Constitucional, mal 

podría haber promulgado este articulado por cuanto es claro que se está vulnerando 

el derecho de una parte procesal, como lo es la parte demandada.  

Se observa que el momento para subsanar los errores en la demanda, en los 

países de Uruguay y Argentina, son al momento que el demandado contesta y el 

juzgador le corre traslado a la parte actora sobre la contestación que hace el 

demandado, dejándole a salvo en ese momento el derecho de subsanar todo vicio, a 
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diferencia de nuestra legislación que se tiene que esperar la Audiencia Preliminar, 

para en ese momento subsanar, lo cual indirectamente sería un sinónimo de reformar 

la demanda, algo que al momento de instalada la audiencia, mal podría caber 

subsanar los errores, por cuanto el derecho ya ha precluido y corresponde al juzgador 

actuar en derecho, esto es, ponerle fin al proceso ,dejándole a salvo a la parte actora 

el derecho de volver a presentar la demanda sin ningún tipo de errores. 
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5. CAPITULO III 

5.1.METODOLOGIA DE LA INVESTIGACION. 

Referente al Marco Metodológico, se realiza teniendo como sustento toda la 

investigación que se ha efectuado, para de esta manera poder explicar cuál es el 

enfoque investigativo y como se han constituido todos los parámetros y toda la parte 

organizativa efectuada para obtener un gran resultado en el mismo   

5.2.Investigación Científica.  

 La investigación científica tiene como finalidad, poder buscar y recabar toda la 

información concerniente al tema planteado, que a su vez nos va a poder permitir 

describir, explicar y conocer sobre las soluciones que se han planteado a la 

problemática. 

 Para Fidias Arias: “La investigación científica es un proceso metódico y 

sistemático dirigido a la solución de problemas o preguntas científicas, mediante la 

producción de nuevos conocimientos, los cuales constituyen  la solución o respuesta 

a tales interrogantes” (Arias, 2012, pág. 22). 

5.3.Investigación Documental. 

 La técnica documental, nos permite poder recabar toda la información 

concerniente a documentos tales como sentencias, autos, resoluciones, que permitan 

poder buscar la problemática que se ha planteado, esta técnica es muy importante por 

cuanto su finalidad u objeto es buscar información de manera eficaz para plantear 

una solución al problema.  

 Para Fidias Arias: “La investigación documental es un proceso basado en la 

búsqueda, recuperación, análisis, crítica e interpretación de datos secundarios,  es 

decir,  los obtenidos y registrados por otros investigadores en fuentes documentales: 
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impresas, audiovisuales o electrónicas. Como en toda investigación, el propósito de 

este diseño es el aporte de nuevos conocimientos” (Arias, 2012, pág. 27). 

5.4.Investigación Descriptiva.  

 Esta técnica es muy importante, por cuanto va concatenado con la Técnica 

Documental, ya que con lo investigado, mediante sentencias, libros, páginas web, 

resoluciones, se puede llevar a una mejor valoración de todo lo investigado y poder 

realizar un análisis técnico de la información encontrada.  

 Para Fidias Arias es: “La investigación descriptiva consiste en la caracterización 

de un hecho, fenómeno, individuo o grupo, con el fin de establecer su estructura o 

comportamiento. Los resultados de este tipo de investigación se ubican en un nivel 

intermedio en cuanto a la profundidad de los conocimientos se refiere” (Arias, 2012, 

pág. 24). 

5.5. Investigación Explicativa. 

 Una vez que se ha realizado toda la investigación de la información a utilizar, es 

importante aplicar esta técnica, por cuanto nos va a permitir realizar una explicación 

oportuna y coherente sobre todo lo investigado para que de esta manera el lector de 

este trabajo de investigación, pueda comprender de manera correcta sobre el enfoque 

que se está planteando. 

 Para Fidias Arias: “La investigación explicativa se encarga de buscar el porqué de 

los hechos mediante el establecimiento de relaciones causa-efecto. En este sentido, 

los estudios explicativos pueden ocuparse tanto de la determinación de las causas 

(investigación post facto), como de los efectos (investigación experimental), 

mediante la prueba de hipótesis. Sus resultados y conclusiones constituyen el nivel 

más profundo de conocimientos” (Arias, 2012, pág. 26). 
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5.6.Investigación Analítica. 

 Este tipo de Investigación, es aquel que se encasilla en fragmentar todo artículo 

encontrado en referencia al tema para poder comprender detalladamente cada uno de 

los aspectos que conforma la investigación, dando como resultado la realidad de lo 

estudiado. Es así, que al finalizar toda esta fragmentación realizada se analizan y se 

llega a una conclusión veraz y sintética. 

 Para Fidias Arias: “En principio, se entiende por caso, cualquier objeto que se 

considera  como una totalidad  para ser estudiado intensivamente. Un caso puede ser 

una familia, una institución, una empresa, uno o pocos individuos. Debido a que un 

caso representa una unidad relativamente pequeña, este diseño indaga de manera 

exhaustiva, buscando la máxima profundidad del mismo” (Arias, 2012, pág. 33). 

5.7.Métodos de Investigación.- 

Los métodos utilizados dentro de esta investigación son los siguientes: 

1. Deductivo 

2. Inductivo 

3. Estadísticos 

 Estos métodos nos van a poder ayudar a obtener unos resultados de manera 

cronológica y con más perfeccionamiento ya que son mecanismos que se emplean 

para elaborar un trabajo investigativo. 

5.8.Método Deductivo. 

Mediante este método se puede obtener la información necesaria sobre un tema 

completamente específico, dicha información nos va a servir para poder obtener un 

resultado particular. 

Para José Luis Abreu, dentro del artículo científico El Método de la 

Investigación: “El método deductivo permite determinar las características de una 
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realidad particular que se estudia por derivación o resultado de los atributos o 

enunciados contenidos en proposiciones o leyes científicas de carácter general 

formuladas con anterioridad. Mediante la deducción se derivan las consecuencias 

particulares o individuales de las inferencias o conclusiones generales aceptadas. Ej. 

Todas las guerras provocan víctimas entre la población civil luego la guerra de 

Kossovo provocará víctimas entre la población civil” (Abreu, 2014, pág. 200). 

5.9.Método Inductivo. 

Mediante este método se puede obtener una información global sobre un caso en 

particular que se quiera investigar, es decir que tenemos un caso en específico y 

tenemos que recopilar toda la información necesaria que pueda generar aquel tema. 

Para José Luis Abreu, dentro del artículo científico El Método de la 

Investigación: “Mediante este método se observa, estudia y conoce las características 

genéricas o comunes que se reflejan en un conjunto de realidades para elaborar una 

propuesta o ley científica de índole general. Ej. En las guerras del Peloponeso, en las 

guerras púnicas, en la Primera Guerra Mundial, en la Segunda Guerra 

Mundial,...etc...Se producen víctimas entre la población civil…luego en todas las 

guerras se producen víctimas entre la población civil. 

El método inductivo plantea un razonamiento  ascendente que fluye de lo 

particular o individual hasta lo general. Se razona que la premisa inductiva es una 

reflexión enfocada en el fin. Puede observarse que la inducción es un resultado 

lógico y metodológico de la aplicación del método comparativo” (Abreu, 2014, pág. 

200). 

5.10. Métodos Estadísticos. 

Es aquel método donde se realiza un recuento de todo los datos elaborados dentro 

de las encuestas para que en base a un análisis se pueda realizar una proyección 
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numera y grafica que permita entender y a su vez poder explicar los resultados de la 

investigación. 

5.11. Enfoques de la Investigación. 

Los enfoques que hemos aplicado dentro de este trabajo de investigación son:  

 Cualitativo  

 Cuantitativo 

5.11.1. Cualitativo. 

Este enfoque se refiere a que se debe elaborar una investigación de calidad, que  

a su vez generen una condición informativa donde el investigador pueda reunir toda 

la información necesaria para en lo posterior poder clasificar y tratar de obtener los 

mejores resultados, los mismo que necesitan de una elaboración de encuestas, 

entrevistas para poder mediante esos mecanismos, obtener diversas opiniones y 

poder llegar a una conclusión de calidad sobre el tema investigado. 

Para Roberto Hernández Sampieri: “Enfoque cualitativo Utiliza la recolección de 

datos sin medición numérica para descubrir o afinar preguntas de investigación en el 

proceso de interpretación. El enfoque cualitativo busca principalmente “dispersión o 

expansión” de los datos e información” (Hernández Sampieri , 2006, pág. 16). 

5.11.2. Cuantitativo.  

Este enfoque tiene la finalidad de agrupar en gran magnitud toda la información 

que se ha presentado y se ha podido recabar con la finalidad de probar y resolver el 

tema que se ha propuesto dentro del trabajo de investigación. 

Para Roberto Hernández Sampieri: “Enfoque cuantitativo Usa la recolección de 

datos para probar hipótesis, con base en la medición numérica y el análisis 

estadístico, para establecer patrones de comportamiento y probar teorías” (Hernández 

Sampieri , 2006, pág. 15). 



92 

 

5.12. Técnica de la Investigación. 

Como técnica de investigación, se empleará dos técnicas de investigación:  

 bibliográfica 

 Campo 

5.12.1. Técnica Bibliográfica. 

 Esta técnica es utilizada para poder recabar la información mediante documentos, 

libros, artículos científicos, sobre el tema que se está investigando, esta técnica sirve 

para que el lector pueda también verificar mediante los enlaces si la información 

presentada carece de veracidad. 

Para Gómez, Navas, Aponte, Guillermo y Betancourt (2014) dentro de su artículo 

científico Metodología para la revisión bibliográfica y la gestión de información de 

temas científicos, a través de su estructuración y sistematización, nos indican que: 

“La metodología propuesta para la revisión bibliográfica puede ser aplicada a 

cualquier tema de investigación para determinar la relevancia e importancia del 

mismo y asegurar la originalidad de una investigación. Además, permite que otros 

investigadores consulten las fuentes bibliográficas citadas, pudiendo entender y quizá 

continuar el trabajo realizado” (pág. 159). 

5.12.2. Técnica de Campo. 

 Esta técnica nos ayuda a recopilar toda la información por medio de herramientas 

necesarias que a su vez conllevaran a que la información recopilada sea confiable, 

fidedigna, objetiva y nos permitan tener un mejor criterio de lo investigado. 

 Para Fidias Arias: “La investigación de campo es aquella que consiste en la 

recolección de datos directamente de los sujetos investigados, o de la realidad donde 

ocurren los hechos (datos primarios), sin manipular o controlar variable alguna, es 

decir, el investigador obtiene la información pero no altera las  condiciones 
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existentes. De allí su carácter de investigación no experimental” (Arias, 2012, pág. 

31). 

5.13. Población de Estudio y Muestra. 

  El Universo de la población que se ha considerado en estos momentos, es la 

de los Abogado del Guayas, quedando el resultado siguiente.  

Tabla # 2 

POBLACION UNIVERSO MUESTRA 

Abogados de la Provincia 

del Guayas. 

16.000 390 

Elaborado Por: Cristhiam Javier Reyes Realpe. 

 

N = población universo 

k= nivel de confianza (2 =90%) 

e = Coeficiente de error (5%) 

p= población de característica de estudio (0-5) 

q= población de no característica de estudio (0.5) 

n = tamaño de la muestra 

Se aplicó en la población de universo de abogados inscritos en Guayas 16.000 con 

un nivel de confianza equivalente al 80% (1.28) y un margen de error 5% por ser una 

investigación jurídica dando la muestra de: n = 390.  

Fuente: (Feedback Networks, 2013). 
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ENCUESTA A LOS ABOGADOS.- 

UNIVERSIDAD LAICA VICENTE ROCAFUER DE GUAYAQUIL 

FACULTAD DE CIENCIAS SOCIALES Y DERECHO 

Formato de encuesta 

Objetivo.- Se realiza la respectiva encuesta con el fin de conocer el criterio de los 

profesionales del derecho sobre el tema investigado: LAS EXCEPCIONES QUE 

VULNERAN EL DEBIDO PROCESO ESTABLECIDAS EN EL COGEP 

PRODUCEN INDEFENSION AL DEMANDADO. 

Tabla  # 3 

No.- PREGUNTA SI MEDIANAMENTE POCO NO 

 

 

1 

¿Conoce usted que son las 

Excepciones Previas en materia Civil y en 

el nuevo Código Orgánico General de 

Procesos? 

 

100% 

 

0% 

 

0% 

 

0% 

 

2 

¿Conoce usted que las Excepciones 

Previas se pueden subsanar en la 

audiencia preliminar? 

 

81% 

 

19% 

 

0% 

 

0% 

 

3 

¿Considera usted que es factible 

subsanar las excepciones en base al 

artículo 295 del COGEP? 

 

11% 

 

7% 

 

0% 

 

82% 

 

4 

¿Considera usted que se afectan 

derechos Constitucionales al permitir que 

la parte actora subsane las excepciones 

previas? 

 

78% 

 

7% 

 

0% 

 

15% 

 

5 

¿Considera usted que al subsanar la 

demanda, se estaría reformando la 

misma? 

 

95% 

 

3% 

 

0% 

 

2% 
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6 

¿Considera  usted que no deberían 

subsanarse las excepciones y en caso de 

aceptar una excepción se debe archivar la 

demanda? 

 

92% 

 

0% 

 

0% 

 

8% 

 

7 

¿Conoce Usted que la incompleta 

conformación del litisconsorcio conlleva 

a sentencia inhibitoria? 

 

 71% 

 

5% 

 

7% 

 

17% 

 

8 

¿Considera que al momento que se 

subsanan las excepciones en base al 

artículo 295 numerales 2 y 3 el 

demandado queda en estado de 

indefensión? 

 

98% 

 

0% 

 

0% 

 

2% 

 

9 

¿Considera que al permitir que se 

subsanen las excepciones se violenta el 

principio de igualdad procesal? 

 

97% 

 

0% 

 

0% 

 

3% 

 

10 

¿Cree usted que es importante aplicar 

una reforma sobre este tema? 

 

99% 

 

0% 

 

0% 

 

1% 

Elaborado por: Cristhiam Javier Reyes Realpe. 

 

 

Análisis y Estadísticas de las encuestas.-  

 Presentación de Resultados de la encuesta realizada en las distintas Unidades 

Judiciales Civiles a diferentes Profesionales del Derecho.- 
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Pregunta # 1.-  

 ¿Conoce usted que son las Excepciones Previas en materia Civil y en el nuevo 

Código Orgánico General de Procesos? 

Tabla # 4 

 POBLACION PORCENTAJE 

SÍ 390 100% 

MEDIANAMENTE 0 0% 

POCO 0 0% 

NO 0 0% 

TOTAL 390 100% 

Elaborado Por: Cristhiam Javier Reyes Realpe. 

 

Gráfico 1 

Analisis.- Acorde a la encuesta realizada el total de encuestados conoce al 100% 

sobre que son las Excepciones Previas en materia Civil y en el Nuevo Codigo 

Organico General de Procesos, por cuanto al ser Profesionales del Derecho, dentro 

de su carrera formación en la academia tienen el conocimiento de lo que son las 

excepciones previas, ya que el Derecho Procesal Civil, es una rama primordial del 

aprendizaje del Abogado.  

100% 

0% 0% 0% 

POBLACION 

SI MEDIANAMENTE POCO NO 
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Pregunta # 2.-  

 ¿Conoce usted que las Excepciones Previas se pueden subsanar en la audiencia 

preliminar? 

Tabla # 5 

 POBLACION PORCENTAJE 

SÍ 317 81% 

MEDIANAMENTE 73 19% 

POCO 0 0% 

NO 0 0% 

TOTAL 390 100% 

Elaborado Por: Cristhiam Javier Reyes Realpe. 

 

Gráfico 2 

 Análisis.- De la Población encuestada y referente a esta segunda pregunta, 

obtenemos un resultado de que el 81% si conoce que las Excepciones Previas pueden 

subsanarse en la Audiencia  Preliminar, mientras que el 19% conoce medianamente 

que estas Excepciones pueden ser subsanas en dicha Audiencia. Este resultado se 

basa, por cuanto ese 81% se puede entender que se ha especializado o mantiene 

constante intervenciones profesionales en el ámbito Civil a diferencia del 19% que 

puede tener un conocimiento general de lo que es Derecho Civil y Procesal Civil, 

pero no se especializa en esa rama del Derecho, lo que haría menos fácil, para ellos, 

entender en que momento procesal se resuelven las excepciones.  

  

81% 

19% 

0% 0% 

POBLACION 

SI MEDIANAMENTE POCO NO 
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Pregunta # 3.-  

 ¿Considera usted que es factible subsanar las excepciones en base al artículo 295 

del COGEP? 

Tabla # 6 

 POBLACION PORCENTAJE 

SÍ 42 11% 

MEDIANAMENTE 26 7% 

POCO 0 0% 

NO 322 82% 

TOTAL 390 100% 

Elaborado Por: Cristhiam Javier Reyes Realpe. 

 

Gráfico 3 

Análisis.- De la Población encuestada y referente a esta tercera pregunta, 

obtenemos un resultado de que el 82% considera que NO es factible subsanar las 

Excepciones Previas en base al artículo 295, esto en base a que si se está 

considerando que lo determinado en el artículo antes mencionado, si estaría 

afectando los derechos del demandado,  un 11% considera que si es factible que se 

subsanen las excepciones, manteniendo la postura de que no existiría vulneración del 

derecho y esta correcta la forma de resolver las excepciones y un 7% considera que 

es medianamente posible que el juzgador subsane las excepciones en base al artículo 

295, esto en base a que pueden tener un conocimiento general de las excepciones, 

pero no tan especializado y es por esta razón que pueden tener un criterio divido o 

centralizado. 

11% 
7% 

0% 

82% 

POBLACION 

SI MEDIANAMENTE POCO NO 
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Pregunta # 4.-  

¿Considera usted que se afectan derechos Constitucionales al permitir que la parte 

actora subsane las excepciones previas? 

Tabla # 7 

 POBLACION PORCENTAJE 

SÍ 305 78% 

MEDIANAMENTE 28 7% 

POCO 0 0% 

NO 57 15% 

TOTAL 390 100% 

Elaborado Por: Cristhiam Javier Reyes Realpe. 

 

Gráfico 4 

 

Análisis.- De la Población encuestada y referente a la cuarta pregunta, obtenemos 

un resultado de que el 78% considera que si se vulneran Derechos Constitucionales 

cuando se permite que la parte actora subsane las Excepciones Previas, confirmando 

esta mayoría la teoría mantenida dentro de este proyecto de investigación, podríamos 

considerar que este números de encuestados dentro de su ámbito profesional han sido 

perjudicados en algún litigio y es por eso que se ha obtenido esta mayoría de 
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porcentajes, mientras un 15% considera que no se están vulnerando los Derechos 

Constituciones y mantienen que es justo resolver las excepciones taxativamente 

como se ha considerado en el artículo 295 y un 7% considera que medianamente se 

vulnera los Derechos Constitucionales, existiendo un criterio centralizado, sin 

favorecer a ninguna de las partes procesales, sino que quizás en considera que en un 

rango menor podría estar existiendo una vulneración. 
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Pregunta # 5.-  

¿Considera usted que al subsanar la demanda, se estaría reformando la misma? 

Tabla # 8 

 POBLACION PORCENTAJE 

SÍ 372 95% 

MEDIANAMENTE 10 3% 

POCO 0 0% 

NO 8 2% 

TOTAL 390 100% 

Elaborado Por: Cristhiam Javier Reyes Realpe. 

 

Gráfico 5 

 Análisis.- De la Población encuestada y referente a la quinta pregunta, obtenemos 

un resultado donde el 95% considera que si se Reforma la Demanda al momento que 

la parte actora Subsana la misma, confirmando nuestra teoría de que al subsanar se 

considera reformar, por cuanto mantienen un criterio profundo acerca del Derecho 

Procesal y sus excepciones previas, por otra parte un 3% considera que 

medianamente si se estaría Reformando la Demanda, a pesar de que su respuesta no 

es afirmativa, consideran en cierta parte de que si se lo ve de un enfoque netamente 

procesal si se estaría reformando y en parte están afirmando nuestra teoría, mientras 

que un 2% considera que no se estaría Reformando la Demanda, ya que para ellos 

podrían considerarse como una excepción a la norma y son dos cosas distintas 

reformar y subsanar.  
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 Pregunta # 6.-  

 ¿Considera  usted que no deberían subsanarse las excepciones y en caso de 

aceptar una excepción se debe archivar la demanda? 

Tabla # 9 

 POBLACION PORCENTAJE 

SÍ 358 92% 

MEDIANAMENTE 0 0% 

POCO 0 0% 

NO 32 8% 

TOTAL 390 100% 

Elaborado Por: Cristhiam Javier Reyes Realpe. 

 

Gráfico 6 

 Análisis.- De la Población encuestada y referente a la sexta pregunta, obtenemos 

un resultado donde el 92% considera que NO deberían subsanarse las excepciones y 

debería considerarse el archivo, confirmando nuevamente nuestra teoría, por cuanto 

existiría una vulneración de derechos y los encuestados dentro de su ámbito 

profesional sin duda alguna han tenido juicios donde han sentido que existe 

vulneración de derechos, mientras que un 8% considera que SI deberían subsanarse 

las excepciones y mantienen la teoría de que esta correctamente lo determinado en el 

artículo 295 del COGEP. 
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 Pregunta # 7.-  

 ¿Conoce Usted que la incompleta conformación del litisconsorcio conlleva a 

sentencia inhibitoria? 

Tabla # 10 

 POBLACION PORCENTAJE 

SÍ 278 71% 

MEDIANAMENTE 19 5% 

POCO 26 7% 

NO 67 17% 

TOTAL 390 100% 

Elaborado Por: Cristhiam Javier Reyes Realpe. 

 

Gráfico 7 

Análisis.- De la Población encuestada y referente a la séptima pregunta, 

obtenemos un resultado donde el 71% considera que en caso de existir incompleta 

conformación de litisconsorcio esto conlleva a una sentencia inhibitoria, a pesar de 

que no es un tema muy conocido entre los Abogados, hemos podido lograr una 

mayoría y confirmando nuestra teoría, ya que si existe incompleta conformación de 

litisconsorcio el juez no puede pronunciarse sobre el fondo de la causa y esa mayoría 
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me da la razón de que se resuelve mediante sentencia inhibitoria, un 17% considera 

que no conlleva a una sentencia inhibitoria, por lo tanto debo considerar que ellos 

resolverían en base al 295 del COGEP y  un 7% considera que poco conoce referente 

al tema que se le está consultando ya que probablemente no son especializados en 

Derecho Procesal y Derecho Civil y en cuanto a la pregunta y un 5% considera 

conocer medianamente el tema y no emite un criterio tan parcializado sino que más 

bien mantienen un criterio centrado. 
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Pregunta # 8.-  

 ¿Considera que al momento que se subsanan las excepciones en base al artículo 

295 numerales 2 y 3 el demandado queda en estado de indefensión? 

Tabla # 11 

 POBLACION PORCENTAJE 

SÍ 383 98% 

MEDIANAMENTE 0 0% 

POCO 0 0% 

NO 7 2% 

TOTAL 390 100% 

Elaborado Por: Cristhiam Javier Reyes Realpe. 

 

 

Gráfico 8 

 

Análisis.- De la Población encuestada y referente a la octava pregunta, obtenemos 

un resultado donde el 98% considera que si se encuentra en indefensión el 

Demandado al momento que la parte actora subsana las excepciones previas, 

nuevamente obtenemos mayoría y no es para menos, en esta pregunta se refleja todo 
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lo anteriormente consultado, ya que se confirma que si se deja en indefensión al 

demandado al permitir que se subsanen las excepciones previas en base al 295 del 

COGEP, mientras que un 2% considera que no se encuentra en indefensión el 

demandado y nos da a entender que es correcta la forma de resolver las excepciones 

en base al 295 del COGEP y que se encuentra dentro de los parámetros 

Constitucionales. 
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Pregunta # 9.-  

¿Considera que al permitir que se subsanen las excepciones se violenta el principio 

de igualdad procesal? 

Tabla # 12 

 POBLACION PORCENTAJE 

SÍ 380 97% 

MEDIANAMENTE 0 0% 

POCO 0 0% 

NO 10 3% 

TOTAL 390 100% 

Elaborado Por: Cristhiam Javier Reyes Realpe. 

 

Gráfico 9 

Análisis.- De la Población encuestada y referente a la novena pregunta, 

obtenemos un resultado donde el 97% considera que si se vulnero el principio de 

igualdad procesal, ratificando nuevamente nuestra teoría, ya que al no respetar la 

Tutela Judicial Efectiva y a su vez dejar en indefensión al Demandado, conlleva a 

que si se está vulnerando el Principio de Igualdad Procesal y a un juicio equitativo y 

justo para ambas partes procesales, mientras que un 3% indica que no se vulnera 

dicho principio ya que se podría considerar están en igualdad ambas partes 

procesales y no se ve afectado ningún  derecho o principio fundamental.  
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Pregunta #10.-  

¿Cree usted que es importante aplicar una reforma sobre este tema? 

Tabla # 13 

 POBLACION PORCENTAJE 

SÍ 385 99% 

MEDIANAMENTE 0 0% 

POCO 0 0% 

NO 5 1% 

TOTAL 390 100% 

Elaborado Por: Cristhiam Javier Reyes Realpe. 

 

Gráfico 10 

Análisis.- De la Población encuestada y referente a la décima pregunta, 

obtenemos un resultado donde el 99% considera que si es necesario que se aplique 

una reforma a esta ley y es normal, por cuanto la implementación de una nueva 

Norma en cualquier ámbito genera aquello y siempre son promulgadas con ciertos 

errores que pueden contraponerse a nuestro Sistema Constitucional, es por aquello 

que la mayoría considera que debería revisarse el tema de las excepciones de una 

manera un poco más dogmática e implementar una reforma en base a nuestra 

Constitución y respetando el derecho de ambas partes procesales,  mientras que el 

1% considera que no es necesario una reforma y están de acuerdo con lo promulgado 

y la forma de resolver las excepciones en la actualidad. 
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5.14. PRESENTACION DE LOS RESULTADOS DE LAS ENTREVISTAS 

Entrevistas realizadas: 

A) Dr. Luis Argudo Romero, Juez de la Unidad Judicial y Multicompetente del 

Cantón Durán. 

B) Dr. Ruben Moran Sarmiento, Abogado en libre ejercicio.  

C) Dr. Santiago Velázquez Velázquez, Abogado en libre ejercicio. 

D) Dr. Manuel Tama, Abogado en libre ejercicio.  

 

PREGUNTA # 1  

¿Según su conocimiento defina que son las excepciones previas? 

A) Las excepciones previas son un mecanismo que tiene la parte demandada 

para poder proponer un medio de defensa, estas excepciones previas permiten 

que la parte demandada pueda contestar la demanda y ejercer un mecanismo 

de oposición dentro del proceso. 

 

B) Las excepciones previas constituyen las herramienta técnica que tienen los 

demandados para ejercer su derecho a la defensa, en puro Derecho la 

excepción previa es fundamentada, amparada y sustentadas en hechos y 

normativas jurídicas lo que se va a oponer y contradecir a la pretensión de 

una demanda. 

 

C) Las excepciones previas en la manera que están concebidas son una oposición 

que hace el demandado, respecto a la validez del proceso o de la existencia de 

elementos esenciales para que pueda conformarse adecuadamente la Litis, es 
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decir que miran más que la fondo de la controversia a otros tipos de aspectos 

como la conformación adecuada de la Litis y la validez del proceso.  

 

D) Las excepciones previas son una garantía constitucional, que es el derecho a 

la defensa y el instrumento más idóneo para el derecho a la defensa en 

materia civil, son las excepciones, antes se llamaban dilatorias y perentorias, 

ahora con el nuevo paradigma procesal se llaman subsanables e 

insubsanables.   

  

PREGUNTA #2 

¿Desde su conocimiento al subsanar las excepciones se estaría reformando la 

demanda?  

 

A) No, a mi criterio no se estaría reformando la demanda, ya que lo que se busca 

con subsanar las excepciones es que no existan vicios y se precautela de que 

se haga las cosas de la manera correcta. Adicional, el Código Orgánico 

General de Procesos establece los mecanismos en los cuales se permite 

subsanar una demandada y en este caso al subsanar no se estaría reformando 

la misma. 

 

B) No necesariamente, son dos temas diferentes, el subsanar la demanda por 

vicios de forma o por errores de forma, es una cuestión que al contrario del 

viejo sistema procesal, en este nuevo sistema le afán es de aliviar la carga del 

futuro de un proceso que de repente se puede ver alterado al invocar 
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nulidades, en consecuencia de errores de forma, al subsanar una demanda es 

beneficioso para la justicia. 

 

C) Sí lo vemos de un punto de vista estrictamente procesal y forma, 

evidentemente que hay una reforma a la demanda, como por ejemplo si hay 

un problema de ilegitimidad de personería y usted va y corrige, presenta 

correctamente a quien va a demandar evidentemente existe una reforma en lo 

formal pero no en lo sustancial, por cuanto se busca trabar la Litis de manera 

correcta para que una vez bien entablado el proceso, ahora si se pueda 

resolver el fondo del litigio. 

 

D) Podría decirme que sí, indirectamente, pero el legislador no lo ha tomado así, 

sino como una posición de proteger al demandado, cuando le faculta 

mediante vía judicial corregir sus excepciones, ahora si lo vemos de un tema 

netamente procesal, podríamos decir que es una reforma. 

 

 PREGUNTA # 3 

¿Cuál es su opinión profesional acerca de la sentencia inhibitoria? 

 

A) Las sentencias inhibitorias son una herramienta jurídica que se encuentra 

específicamente en la doctrina, muchos fallos jurisprudenciales en nuestro 

País han permitido que se pueda aplicar este mecanismos de sentencia 

inhibitoria, que específicamente se aplica cuando existe una incompleta 

conformación del litisconsorcio, ejemplo cuando se intenta demandar una 

Nulidad de Instrumento Público pero no ha sido demandado el Notario, en 
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ese momento yo como juzgador, mal podría emitir una sentencia de fondo, 

por cuanto estaría afectando el derecho de una de las partes procesales que 

me podría acarrear muchas consecuencias legales en un futuro, en vista de 

que no existe una correcta conformación en la litis el mecanismo que aplico 

es una sentencia inhibitoria.  

 

B) Es aquella que el juez se abstiene de decidir la parte medular de la 

controversia la misma que no entra por muchas razones de carácter 

procedimental dentro del proceso y eso hace que el juzgador se abstenga de 

dirimir la contienda y la ley le franquea que puede o está facultado para 

dictar una sentencia inhibitoria, el sistema procesal actual tiene como 

espíritu evitar que el juzgador resuelva mediante sentencia inhibitoria. 

 

C) La sentencia inhibitoria en definitiva es un pronunciamiento que realiza el 

juez, luego ya de haberse agotado algunas partes procesales. Pero esta 

pregunta que está bien formulada tiene relación con las anteriores, por 

cuanto es algo que no debería ocurrir ya que debería ser un caso absoluto de 

la excepción, por cuanto para eso está las excepciones previas y de esa 

manera poder evitar que el juzgador se pronuncie mediante excepción 

previa, ya que a diferencia del antiguo sistema procesal, sin decir que este 

peor o mejor, solo que son diferentes si se resolvía mucho mediante 

sentencia inhibitoria.  

 

D) Sentencia inhibitorias, son aquellas que no se pronuncian sobre el fondo, en 

todo proceso hay unos presupuestos previos para que se conforme un 
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proceso judicial, cuando falta uno de esos presupuestos procesales o por 

cuando la propia naturaleza de la excepción el juez se ve en la obligación a 

dictar sentencia inhibitoria, en procesal la sentencia inhibitoria es cuando el 

juez no resuelve el fondo, puede hacerlo de oficio aun sin petición de parte y 

no hace tránsito a cosa juzgada sustancial, sino formal, es decir corregido el 

obstáculo se puede volver a demanda de acuerdo con la doctrina 

jurisprudencial uniforme que hay en el País.  

 

PREGUNTA # 4 

¿Considera en base conocimiento que es aplicable subsanar las excepciones en 

audiencia preliminar? 

 

A) Bueno la naturaleza de la audiencia preliminar es poder subsanar todos los 

vicios que se presenten en el proceso, al momento que se subsana las 

excepciones se da la oportunidad para que la parte actora pueda corregir los 

errores, por ejemplo cuando existe una falta de capacidad o falta de 

personería se le concede el termino de 10 días para que se subsane y todo esto 

parte en desde la audiencia preliminar. 

 

B) Hay una omisión en el Código que debe ser considerado, omisiones que en 

alguna forma ha dictado una resolución, es decir que en esa fase escrita 

previo a la audiencia perfectamente debería poder absolviendo los errores de 

forma y al llegar a la etapa de saneamiento será un poco más compleja por 

cuanto se va a entrar ya a discutir temas de fondo, esa depuración debe ser 

considerada en el ámbito escrito de un Procedimiento.   
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C) Bueno, lo que ocurre es que en la audiencia preliminar lo que se va a debatir, 

como uno de los primeros puntos o aspectos es el tema de las excepciones 

previas y es evidentemente, que ese es el momento donde el juzgador se va a 

pronunciar si acepta o no una excepción, es decir a partir de ese momento se 

puede subsanar una excepción previa en aquellos casos que obviamente se 

puede subsanar y ese es el momento procesal oportuno. 

 

D) Sí, es una parte de protección del derecho a la defensa que tiene el 

demandado, entonces si se advierte que el demandado ha incurrido en una 

omisión, entonces el juez está facultado de acuerdo a la ley procesal que 

corrija o enmiende el error. 

 

PREGUNTA # 5 

¿Considera que el permitir que se subsanen las excepciones previas se vulnera el 

derecho al Debido Proceso, entiéndase Tutela Judicial Efectiva, Seguridad Jurídica, 

Igualdad Procesal? 

 

A) No, no se están afectando derechos, por cuanto el subsanar permite que el 

actor corrija sus errores y la misma ley le concede el mismo término para que 

el demandado se pronuncie acerca de las correcciones que realizó la parte 

actora. Lo que se busca es que una vez subsanado todo como juzgador se 

pueda resolver el fondo del asunto sin encontrar los referentes vicios que 

puedan generar nulidad.  
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B) No, de ninguna manera, el poder subsanar, la ley prevé los temas de carácter 

formal y subsanarlos, más bien yo considero que está en pro a una 

controversia de no permitir que se afecten los procesos con vicios e 

incidentes, que lo único que pueden promover es nulidad y dilatoria, yo más 

bien creo que es saludable la medida del saneamiento por cuanto se puede 

corregir acorde a la ley, ya que hace bien a la justicia, hace bien a las partes.  

 

C) No, realmente no. El proceso como tal lo que busca es resolver el litigio una 

controversia, cuando hay algún problema como ilegitimidad de personería la 

realidad es que el problema principal no ha sido objeto de resolución, 

entonces si el proceso es una herramienta para subsanar las controversias 

entre la sociedad y que el Estado lo pone a consideración de los particulares, 

por cuanto el Estado tiene la obligación de hacer realidad todo los derechos 

consagrados en la constitución, principalmente los derechos de la paz, 

armonía y buen vivir. El estado tiene la obligación de buscar los canales para 

resolver el proceso. 

 

D) El legislador ha querido proteger tanto el derecho de acción como el derecho 

a la defensa, el derecho de acción tiene un instrumento idóneo que es la 

demanda y el derecho a la defensa tiene como instrumento idóneo las 

excepciones que es lo que se ha querido de que no hayan juicios 

infructuosamente llevados, yo no creo que se está colocando en indefensión 

al demandado, por cuanto el norte de la función judicial es resolver los 

conflictos de los ciudadanos. 
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5.15. Análisis de casos judiciales. 

Para un mejor análisis vamos analizar brevemente los siguientes casos judiciales:  

CASO #1.-  

09330-2016-00378 - Unidad Judicial Civil del Cantón Duran. 

 Dentro de este caso judicial, al momento de que se dicta la sentencia se hace 

hincapié a un criterio judicial errado, por cuanto se ha demando a una persona un 

incumplimiento de contrato, mediante Procedimiento Ejecutivo, ya que ha 

fundamentado su demanda en los artículos 348 y 349 del COGEP (Procedimiento 

Ejecutivo), en vista de esta situación, el juzgador se atribuye funciones erradas, ya 

que el pretende subsanar el asunto en base al artículo 91 del COGEP y aplica de una 

manera incorrecta el principio del IURA NOVIT CURIA, argumentando que el 

cómo juzgador puede suplir las cuestiones que en Derecho corresponda, algo que es 

totalmente errado, ya que desde esa óptica está dejando en plena indefensión al 

demandado, por cuanto existe un error en la forma de proponer la demanda, en 

conjunto con una inadecuación de procedimiento, porque error en la forma de 

proponer la demanda, por cuanto este libelo no cumple con lo determinado en el 

artículo 142 del COGEP por lo tanto mal podría el juzgador dar trámite al litigio y 

declarar la misma de clara, precisa y admitida a trámite, de esta manera se evidencia 

que se deja en indefensión a la parte demandada ya que se encuentra en un proceso 

nulo y sobre todo que el acto propositivo, Demanda, no cumple los requisitos legales 

que se exigen para que sea calificada. 

CASO #2.-  

09315-2017-00393 - Unidad Judicial Civil del Cantón Daule. 

Dentro de este caso, existe una particularidad muy importante, la parte actora 

propone su demanda en base a la siguiente acción, “Acción de Reivindicación 
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extraordinaria de Dominio”, esta es una acción que dentro de nuestro Código 

Procesal Civil, no existe, bajo ningún concepto vamos a encontrar esta acción, sin 

embargo dentro del análisis que se ha podido realizar de este proceso, la juzgador 

solicita que la parte actora subsane y corrija la situación, lo cual no lo hizo y seguía 

persistiendo el error de la acción, pero luego de que se contesta la juzgadora decide 

dar trámite al litigio. 

La particularidad que tiene este caso es como la juzgadora resuelve esta excepción 

previa ya que ella determina que existió un desliz gramatical que no afecta el fono 

del proceso y la jueza en base al artículo 91 del COGEP, aplica de manera errónea el 

principio de IURA NOVIT CURIA y ella admite y considera que dichas excepciones 

fueron subsanables en virtud del artículo 295 # 2 del COGEP, algo que es totalmente 

errado por cuanto la juzgador al momento que la parte actora no corrigió su acto de 

proposición de la manera correcta, mal podría haber dado a trámite el litigio, por lo 

tanto se vuelve a comprobar que se ha dejado en indefensión al demandado.   

 CASO #3.-  

09332-2017-00447 - Unidad Judicial Civil del Cantón Guayaquil. 

Dentro de este proceso, se dicta una sentencia inhibitoria, por cuanto la juzgadora 

se da cuenta que la parte actora había demandado a una persona ya fallecida y en lo 

posterior la demanda no fue reformada y no se enderezo el proceso en contra de sus 

herederos por lo tanto se efectuó un vicio denominado en la doctrina de ilegitimidad 

en la causa, por lo tanto la juzgadora dicta sentencia inhibitoria. Pero que deseamos 

comprobar con este proceso de que es muy difícil que se pueda subsanar esta 

excepción de falta de legitimación en la causa por cuanto el juzgador no debe 

pronunciarse sobre el fondo y si determina que debe subsanarse esta excepción eso 

implicaría que indirectamente se esté reformando la demanda.  
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5.16. CONCLUSIONES. 

 El artículo 295 del Código Orgánico General de Procesos, es muy explícito al 

indicar que se puede subsanar las excepciones previas y se concede cierto tiempo ya 

antes descrito en el Marco Teórico y bajo el principio de legalidad no puede ser 

discutido por cuanto fue promulgado por la Asamblea Nacional y no podemos 

indicar que existe ilegalidad de la Norma. 

 

 Pero, si damos un enfoque netamente CONSTITUCIONAL, como se lo ha 

desarrollado en el Marco Teórico y mediante Doctrina, podemos indicar que si existe 

un vulneración de Derechos Constitucionales a la parte Demandada, ya que existen 

ciertos mecanismos que se contraponen con el espíritu de nuestra Constitución que 

tiene un carácter de Garantista y obliga al juzgador a velar por los Derechos de 

ambas partes procesales. 

 

 Este tema referente a las excepciones no es novedoso en nuestro País, por cuanto 

a lo largo de la historia este mecanismo de defensa ha sido muy discutido tanto con 

el antiguo Código de Procedimiento Civil y hoy se discute con el Código Orgánico 

General de Procesos, leyes que han cambiado totalmente la parte procesal de nuestro 

País y que ha cambiado el pensar de los Profesionales del Derecho y hace que ahora 

los procesos se vean envuelto en un abanico de controversias ya que nuestra 

Constitución tiene como finalidad respetar Derechos Fundamentales y muchas veces 

con el COGEP existen casos en los cuales no se precavido aquello.  
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5.17. RECOMENDACIONES 

 La parte medular de este asunto es que los Asambleístas no han podido elaborar 

una verdadera parte dogmática sobre la Norma que nos ha llevado hoy a que existan 

ciertas contradicciones con nuestra Constitución, ya que existe Derechos 

fundamentales garantizados en nuestra Norma Suprema que deben prevalecer y 

deben ser precautelados por quien imparte justicia ya que el juzgador está en un 

rango garantistas y debe precautelar que las partes procesales además de acceder a la 

tutela judicial de justicia también deben encontrarse ambos en igualdad de 

condiciones. 

 

 Quizás por querer cambiar nuestro Sistema Procesal de una manera acelerada, hoy 

se ven falencia en el Código Orgánico General de Procesos y el artículo 295 no es la 

excepción por cuanto efecto jurídico final al momento de no subsanar y no cumplir 

con el tiempo que la ley te otorga es tener como no presentada la demanda, es decir 

no existe celeridad procesal ya que quizás se actúa con eficiencia por el resultado es 

el mismo y podemos terminar el proceso desde el momento que el proceso está 

viciado. 

  

 Para finalizar, puedo indicar que es importante que los estudiantes de Derecho y 

Abogados, podamos buscar los mecanismos necesarios para poder hacer prevalecer 

nuestros Derechos Constitucionales y buscar un mejor sistema procesal. El Código 

Orgánico General de Procesos, no tiene una idea descabellada, es una buena 

iniciativa, pero como todo en la vida, tiene sus errores y eso nos va a permitir a 

seguir generando debates e impulsar mejor los mecanismos para una posible reforma 

en el futuro. 
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5.18. PROPUESTA DE REFORMA. 

Por lo anteriormente expuesto e investigado, se propone la reforma del artículo 

295 del COGEP que queda estructurada de la siguiente manera. 

 Art. 295.- Resolución de excepciones.  

Se resolverán conforme con las siguientes reglas: 

1. Si se acepta una excepción previa que no es subsanable, se declarará sin 

lugar la demanda y se ordenará su archivo.  

2. Si se acepta la excepción de defecto en la forma de proponer la demanda, 

falta de capacidad, de falta de personería o de incompleta conformación del 

Litis consorcio se ordenará el archivo de la demanda, dejando a salvo el 

derecho de volver a presentar la misma de manera correcta.  

3. Si el asunto es de puro derecho se escuchará las alegaciones de las partes.  

La o el juzgador emitirá su resolución y notificará posteriormente la sentencia por 

escrito. 

Terminados los alegatos, la o el juzgador podrá suspender la audiencia hasta que 

forme su convicción, debiendo reanudarla para emitir su resolución mediante 

pronunciamiento oral de acuerdo con lo previsto en este Código. 
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Fotografía de entrevistas. 

 












































